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A) INTRODUCCIÓN

A) -1- Planteo del tema
El objetivo de esta tesina es determinar, a partir del análisis de la experiencia pasada, cuáles son hacia el futuro las alternativas de integración energética entre Argentina y Chile desde un punto de vista físico y económico; y cuáles serían las herramientas jurídicas e institucionales recomendables para superar el conflicto que enfrentó a ambos países con motivo de la crisis energética argentina de 2004, dar seguridad a los inversores y lograr una mayor cooperación e integración binacional - y eventualmente regional - en este campo.

B) -2- Razones que justifican la elección del tema
La integración de los mercados energéticos es un objetivo largamente planteado por los países que conforman el Cono Sur latinoamericano. Sin embargo, las experiencias que se han intentado a nivel binacional no han superado el nivel de una interconexión física.
A partir de la privatización de la industria del gas natural en la Argentina a principios de la década del 90, el sector privado realizó importantes inversiones en la infraestructura de transporte de gas, que permitieron conectar a los consumidores del Centro, Norte y Sur de Chile con las cuencas productivas argentinas. Las inversiones se hicieron al amparo de los acuerdos binacionales celebrados en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI).
Al producirse la crisis energética de 2004, el marco jurídico-institucional de los intercambios de gas entre Argentina y Chile se mostró insuficiente para resolver la situación planteada entre ambos países a raíz de las deficiencias de inyección que se verificaron en el sistema argentino de gas natural. Ambos países mantuvieron un conflicto diplomático y se multiplicaron los reclamos del sector privado, sin que se haya alcanzado aún una solución de fondo.
Entendemos entonces que resulta valioso analizar: la historia de los intercambios gasíferos entre Argentina y Chile desde 1999 hasta 2005; el marco legal e institucional en el que se desarrollaron tales intercambios; las causas y los efectos de la crisis energética argentina; las responsabilidades de los agentes públicos y privados involucrados en la crisis; y las debilidades de un esquema de interconexión meramente física. Todo ello, a fin de proyectar los objetivos presentados en el apartado A)-1- precedente.
Entre las alternativas de integración energética con Chile, hemos incluido también el análisis del impacto que la crisis de oferta de gas produjo en el sector eléctrico chileno (especialmente en el Sistema del Norte Grande de Chile, SING), los cambios normativos habidos en consecuencia y las obras de expansión de ambos países que permitirían interconexiones fìsicas para aprovechar las altas hidraulicidades de los dos sistemas en determinados períodos anuales. Si Argentina logra cerrar los anillos de extra alta tensión, una interconexión firme con cualquier país vecino favorecería a ambos sistemas desde el punto de vista de la confiabilidad y del despacho óptimo.
B) -3- Formulación de la hipótesis y propuestas
Nuestra hipótesis de trabajo es que en el contexto actual ya no resulta viable física y económicamente la integración energética a nivel meramente binacional. Argentina ya no se perfila como un proveedor neto de gas natural en la región. La demanda chilena, seriamente afectada por el descenso de los niveles de reservas y producción de gas en Argentina, requiere fuentes alternativas de suministro.
En este escenario, nuestro análisis procurará identificar los proyectos viables para el corto, mediano y el largo plazo, y recomendar el marco jurídico e institucional que entendemos favorecerá tales iniciativas.
Anticipamos que los proyectos considerados exceden el marco binacional, ya que involucran necesariamente a Bolivia, y eventualmente a Perú, como proveedores de gas de la región.
Respecto del marco jurídico-institucional, tratándose básicamente de proyectos de inversión privada y en consideración de la insuficiencia que evidenció el acuerdo de interconexión entre Argentina y Chile, se considerarán alternativas que brinden protección adicional a las inversiones requeridas por los proyectos.
B) Análisis de los Intercambios gasíferos ARGENTINA - CHILE
B) -1- Oferta y demanda. Historia de los intercambios gasíferos 1999-2005.  Proyecciones.
B.1.1. Argentina: proveedor de gas natural

Hasta comienzos de los años 90 el mercado de gas en Argentina se definía en términos de un monopolio público con escasa participación del sector privado. La estructura de la industria se organizaba con Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.E. (YPF) como productor y Gas del Estado S.E. (GdE) como empresa integrada de transporte y distribución. Entre ambas compañías existía un precio regulado de transferencia o de compra de gas natural. GdE enfrentaba la regulación de las tarifas finales, que se veían afectadas por las oscilaciones de la política general de tarifas públicas. Este esquema resultó en niveles reducidos de productividad del capital, insatisfacción de la demanda y traslación de los riesgos hacia las finanzas públicas a través de importantes déficit.

La desregulación de la industria hidrocarburífera se puso en vigencia con la sanción de los Decretos 1.055/89, 1.212/89 y 1.589/89, que establecieron un programa de venta de áreas marginales, la cesión de áreas abandonadas o de escasa producción a las provincias, la negociación con el sector privado para explotar – bajo la forma de asociaciones – áreas centrales de YPF, la libre disponibilidad de hidrocarburos y de las divisas provenientes de su exportación y un cronograma para la desregulación integral de la industria. Asimismo, y con el objeto de incrementar las reservas hidrocarburíferas se aprobó por Decreto 2.178/91 el llamado ‘Plan Argentina’ para adjudicar permisos de exploración en determinadas áreas. Así se confió en el sector petrolero privado para desarrollar las reservas y la producción. 

En 1992 se procedió a la reestructuración de la industria del gas natural a través de la privatización de los activos de GdE, de acuerdo con el marco regulatorio de la Ley 24.076.
Las reformas energéticas de los años 90 permitieron el aumento de la productividad del capital invertido (mayor producción y reservas) y la consolidación del país como exportador neto de petróleo y gas.

· Producción
La evolución de la producción desde 1967 hasta 2004 puede observarse en el siguiente gráfico. Nótese el cambio de tendencia en la serie de tiempo a partir de 1993.
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Figura 1 - Producción Gas Natural 1967 - 2004
La producción total en el año 2004 se ubicó en el orden de 52 BCM, de los cuales corresponden 62% a la Cuenca Neuquina, 17% a la Austral, 14% a la del Noroeste y 7% a la cuenca del Golfo San Jorge.
En el Apéndice B-1.1. se provee información adicional respecto de la producción de gas por cuenca.

· Matriz energética

En la Figura 2 se observa la penetración del gas natural en la oferta interna primaria de energía desde el año 1970 hasta el 2003.
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Figura 2 – Arg: evolución de la oferta interna primaria de energía 1970 - 2003
En 2003, según los datos del balance energético de Argentina, la oferta primaria interna de energía muestra que el gas natural representa aproximadamente el 50% de la oferta primaria total, mientras que el petróleo lo hace en un 38%. De este modo, más del 80% de la oferta energética primaria es gas y petróleo. Por lo tanto, un funcionamiento deficiente de este sector tiene una seria incidencia sobre la oferta energética argentina.
· Reservas
Las reservas comprobadas muestran un aumento de alrededor del 50 % entre 1993 y 2000, año en que comienza su declinación. Esto revela que el concepto de reserva es netamente económico y el descenso en sus niveles se debe a la baja del precio del gas en boca de pozo y consecuente reclasificación de reservas en función de su probabilidad económica de recuperación, lo que hace menos probable la explotación económica de los stocks existentes. 

· Relación Reservas / Producción

En las Figuras 3 y 4 se muestran los niveles de Producción, Reservas Comprobadas y la relación Reservas / Producción para el período 1990-2004.
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Figura 3
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Figura 4
La relación reservas / producción era de aproximadamente 25 años en el momento de la privatización, mientras que en 2003 su valor fue de 12, disminuyendo a 10 en 2004. La tasa de descubrimiento de reservas se encuentra por debajo del incremento de los niveles de producción. Los 10 años que refleja este ratio es un indicador de alerta y señala que es imperioso que se aumente el flujo de inversiones en exploración, no sólo en las cuencas actualmente productivas sino también en áreas de alto riesgo (off shore y actualmente no productivas). Sin embargo, las empresas no tienen incentivos suficientes para aumentar este índice más allá de los 10 años. Debe destacarse, que por las características de este tipo de inversiones (altos costos hundidos), no resultan suficientes las señales de precio y su recomposición, sino que el marco institucional debe reflejar que la “cadena de valor” de la industria del gas no estará sujeta a comportamientos oportunistas y expropiatorios por parte del poder político. 

A su vez, al referirnos a la relación reservas / producción hay que considerar que para no llegar a conclusiones erróneas deben tenerse en cuenta factores tales como el estado exploratorio y de explotación de las cuencas de que se trate (madurez) y el potencial que las mismas presenten al momento de la evaluación, las incorporaciones por revisiones y nuevos estudios de los reservorios en explotación, así como la incorporación de nuevas tecnologías que redundan en una mayor y mejor recuperación final de los fluidos no drenados de los reservorios, entre otras.
[image: image6.wmf] Cuenca 

 Reservas 

Comprobadas 

 % Participación 

2004 

Noroeste

95,91

                         

 

18%

Cuyana

0,37

                           

 

0%

Neuquina

270,70

                       

 

51%

GSJ

36,59

                         

 

7%

Austral

130,65

                       

 

24%

534,22

                       

 

100%

 


Figura 5 
La tabla de la Figura 5 precedente muestra que el 51% de las reservas comprobadas de gas natural se concentra en la Cuenca Neuquina, mientras que el 24% se ubica en la Cuenca Austral y el 18% en la Cuenca Noroeste. 

En cuanto a la evolución de la producción, las reservas y la relación reservas / producción podemos concluir mediante los gráficos siguientes, y tomando en cuenta las principales cuencas productivas, que la que muestra la mayor disminución en la relación reservas / producción es la Cuenca Neuquina. Dentro de la Cuenca Neuquina se encuentra el mega-yacimiento Loma de la Lata, que representa el 25% de la producción nacional.
Dada la significativa importancia de la Cuenca Neuquina y del yacimiento Loma de la Lata para el abastecimiento de la demanda interna y de las exportaciones a Chile, es aquí donde deberían concentrarse las inversiones para la inyección del gas a presión adecuada en los gasoductos y para aumentar las reservas. Del total de reservas comprobadas en la Cuenca Neuquina a finales de 2004, las reservas de Loma de La Lata representan el 42 %, mientras que la producción del yacimiento lo hace en un 41%.
Loma La Lata y Cuenca Neuquina
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Figura 6
El cuadro de la Figura 6 refleja la representatividad que tiene el mega-yacimiento Loma de la Lata (RYPF) en la Cuenca Neuquina. A su vez, se puede observar que desde 1999 las reservas y su horizonte temporal presentan un perfil de declinación sostenida. Las hipótesis sobre la causa de esta declinación son variadas y van desde el “desgaste” físico del yacimiento, falta y/o postergación de inversiones, sobreexplotación, entre otras.
Loma La Lata
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Figura 7
· Demanda

La demanda de gas natural argentino se caracteriza por una marcada estacionalidad. Durante el invierno el sector residencial y comercial consume gas para calefacción. Durante los meses de verano la demanda depende significativamente del uso del gas por parte de las centrales térmicas, el que a su vez está condicionado por la demanda de electricidad y por el nivel de hidraulicidad.
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Figura 8 – Evolución de la demanda y de la capacidad de transporte
En la Figura 8 que muestra los niveles de demanda entre enero 1993 y septiembre 2004, se describe la evolución aproximada de la capacidad de transporte, que acompañó el desarrollo de la demanda hasta principios del año 2000, en el que se detuvieron las inversiones en transporte, quedando la capacidad en 120 MMm3/dia.
· Exportaciones

A partir de 1997 la expansión del sector hidrocarburífero argentino permitió direccionar los excedentes de producción hacia países vecinos. En 2004 las exportaciones a Chile representaron el 92.5 % del total de exportaciones argentinas de gas, mientras que las destinadas a Brasil un 6 % y 1.5 % a Uruguay.
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Figura 9 – Exportaciones argentinas de gas natural
B-1.2. Chile: el mercado importador

· Matriz energética y demanda de gas

Sobre la base del Balance Energético chileno del año 2003 publicado por la Comisión Nacional de Energía (CNE), el consumo nacional chileno por fuentes de energía primaria se configura de la siguiente manera.
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Figura 10 – Chile: matriz energética
Cuando se desagrega esta matriz por la de suministro eléctrico, se observa que las centrales hidroeléctricas cubren el 36 % y las térmicas el 64 % de la capacidad instalada de generación en Chile. Se debe tener en cuenta que las centrales térmicas son abastecidas principalmente con gas natural y, en menor medida, con carbón, petróleo y biomasa. Es decir, Chile es un país altamente dependiente de hidrocarburos. A su vez, el 70% de la oferta primaria disponible es de origen importado, dejando a este país en una situación de vulnerabilidad estructural. El 100% de las importaciones de gas natural provienen de Argentina.
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Figure 11 – Demanda de gas por sectores 1993-2004

Sobre la base de la información de la CNE se observa que para el año 2004 el consumo sectorial se desagrega de la siguiente manera: 0.35 % transporte, 17 % industria y minería, 5.56 % Comercial, Público y Residencial y el 77.08 % restante es consumido en centros de transformación: centrales térmicas (mayoritariamente), petroquímica y ENAP. El cambio en la tendencia del consumo a partir de 1997 se debe a la creciente penetración que ha tenido el gas en el país trasandino a partir de los intercambios gasíferos con nuestro país. 
· Importaciones de gas argentino
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Figura 12

A través del Gasoducto GasAndes se exporta gas natural que se destina a la zona central de Chile desde la Cuenca Neuquina para el abastecimiento de la compañía distribuidora de Santiago y las centrales térmicas Nueva Renca, San Isidro y Nehuenco (I, II, y III). El Gasoducto del Pacífico abastece los consumos industriales y residenciales (distribuidora GASSUR) en las localidades al sur de la capital chilena.
A través del gasoducto Norandino se exporta a la Región Norte de Chile abasteciendo consumos industriales, distribuidoras y usinas (Electroandina y Edelnor). El gasoducto Atacama transporta gas para generadores del norte de Chile (Atacama y Taltal) y a clientes industriales y mineros en las Regiones II y III.


Los gasoductos Methanex transportan gas de la Cuenca Austral hacia Chile para abastecer a la mayor productora de metanol del mundo y a ENAP.
En 2004 el 25% de las exportaciones tuvo como origen la Cuenca Astral, el 26% la Cuenca Noroeste y el restante 49% la Cuenca Neuquina.
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Figura 13 - Evolución de las exportaciones a Chile por cuenca (1997-2004)
· Proyecciones para la demanda de gas de Chile 

En 2012 el consumo total aumentaría en aproximadamente 6 BCM (65%) respecto de 2004. Al año 2004 la demanda de gas natural en Chile fue de 9,031 BCM, de los cuales el 77% provino de Argentina. 
El sector residencial, comercial e industrial tuvieron en conjunto una participación del 23% en 2004 y se espera que dicha participación se mantenga constante hacia 2012. En conjunto, el consumo agregado de estos sectores aumentaría un 60%. El consumo de gas de centrales termoeléctricas participó en 35% de la demanda total de 2004 y es el sector que presenta más dinamismo a futuro: el consumo para generación crecería 121% y su participación en el consumo total ascendería a un 47%.

Del total del gas proveniente de nuestro país en 2004, el 43% provino de la Cuenca Neuquina, el 32% de la Cuenca Noroeste y el restante 26 % de la Cuenca Austral. Hacia el año 2012, se estima que la participación del gas importado para el consumo chileno desde las cuencas argentinas se incrementará a un 90% con una participación creciente de la Cuenca Neuquina. Las importaciones desde nuestro país ascenderían a aproximadamente 13 BCM, lo que representaría un aumento de aproximadamente 94% respecto del volumen exportado en 2004.
B-1.3. La crisis argentina de oferta de gas de 2004. Restricciones a la exportación.
Durante el período 1991-2001 la Argentina había tenido su moneda atada al dólar estadounidense en paridad 1 a 1. El 6 de enero de 2002 la Ley de Emergencia Económica y Reforma del Régimen Cambiario N° 25.561 dispuso el abandono de la paridad fija y la pesificación de las obligaciones pactadas en moneda extranjera. 

Para los contratos de servicios públicos, el artículo 8 de la Ley 25.561 prohibió la aplicación de cualquier mecanismo indexatorio, incluyendo las cláusulas de ajuste en dólares o basadas sobre índices de precios de otros países. Las tarifas finales de los servicios de transporte y distribución de gas quedaron congeladas a los valores correspondientes a octubre de 2001. Quedó suspendida la Segunda Revisión Quinquenal de Tarifas. El artículo 9 de la Ley 25.561 abrió un proceso de renegociación de los contratos de concesión y licencia de servicios públicos.

El precio de gas en boca de pozo para el mercado interno también fue alcanzado por la pesificación. Dada la restricción al ajuste de las tarifas de los servicios públicos, se suspendió la aplicación del mecanismo de pass-through. La suspensión del pass-through significó un “congelamiento indirecto” de los precios del gas, del que sólo se saldría a partir del acuerdo alcanzado entre los productores y el gobierno nacional en abril de 2004.

Desde principios de 2002, la falta de una señal de precios desalentó las inversiones necesarias para contrarrestar la declinación natural de los pozos y satisfacer las demandas incrementales de gas. Por otro lado, se generaron importantes diferencias de precios entre el gas natural y los combustibles alternativos o sustitutos (como el fuel-oil), que registraron fuertes alzas siguiendo los precios internacionales. La fuerte recuperación de la actividad industrial y la baja disposición de agua para generar energía hidráulica resultaron en mayores demandas de gas en el segundo semestre de 2003 y el primero de 2004. Este proceso culminó en la crisis energética de principios de 2004, que al presente no ha sido superada.
Cuando se analiza la variación en la demanda de gas natural, debe tenerse en cuenta que su aumento porcentual está explicado tanto por la distorsión en los precios relativos entre combustibles alternativos como por el crecimiento de la actividad económica. Este crecimiento estuvo liderado por el incremento en la actividad industrial relacionada con el sector exportador y por los altos precios registrados a nivel internacional para los commodities de producción nacional. Por el lado de la oferta, el nivel de precios post “pesificación” se ubicó inmediatamente por debajo de los valores promedio de costo de producción, hecho que derivó en la postergación de inversiones en producción. Para la etapa de producción (oferta), los niveles de precios registrados post devaluación no eran suficientes para cubrir los costos operativos y de mantenimiento, amortizaciones y retribuir al capital invertido. Esto generó problemas en la ampliación de la capacidad de producción, llevando a la oferta a su nivel máximo posible dado el stock de capital existente. Al analizar más detalladamente el impulso en la demanda de gas, se destacan: 

(i)
Las plantas industriales que poseen posibilidad de sustitución entre gas y combustibles líquidos y optaron por el primer energético debido a la ventaja en costos.

(ii)
Las usinas, que comenzaron a usar más gas natural respecto a combustibles líquidos alternativos. Aunque CAMMESA reconoce los mayores costos por el uso de combustibles líquidos, no hacía efectiva su deuda con los generadores.

(iii) Si bien la demanda de GNC no es significativa en términos porcentuales, su importante tasa de crecimiento fija nuevos “pisos” de inicio altos para la demanda estacional de invierno. 

(iv) El aporte hidráulico en el verano de 2004 se redujo en promedio 28% con respecto al mismo período de 2003. En general todos los ríos presentaron un menor nivel de hidraulicidad, aunque sobresalieron la reducción del 65% del Neuquén y 39% del Futaleufú, seguidos con 37% del Uruguay, 35% de la cuenca del Comahue y 23% del Paraná.
Para enfrentar esta situación, y con el convencimiento de que las productoras estaban reteniendo gas en los pozos, el gobierno comenzó a limitar las exportaciones de gas natural a Chile. El racionamiento comenzó con 3,5 millones de metros cúbicos diarios y llegó casi a 10 millones, afectando a las generadoras de energía y a las industrias chilenas.
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Figura 14 - Cortes a Chile clasificados por cuenca de origen
Cuando desagregamos las restricciones a Chile por sistema, se puede ver claramente que los más afectados son la generación eléctrica de los sistemas SING y SIC, y el gas para insumos petroquímicos procedente de la Cuenca Austral.
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Figura 15 - Cortes a Chile clasificados por sistema afectado
Para enfrentar la mayor demanda en los meses de invierno, el mercado contó tradicionalmente con dos mecanismos amortiguadores: el reemplazo del gas por fuel oil por parte de las centrales térmicas, inducidas por un esquema de precios y subsidios; y en segundo término, la reducción en el flujo de exportaciones. La combinación de mayor producción en lo estructural y mecanismos amortiguadores en lo estacional sirvieron tradicionalmente para evitar faltantes notorios de gas en invierno. Estos mecanismos compensadores (“buffers”) fueron descompensados ante la devaluación y la pesificación de la tarifa de gas natural.
En definitiva, desde el punto de vista del sistema energético, la crisis argentina no es un problema de capacidad de transporte, sino de capacidad de inyección, originado fundamentalmente en la falta de inversiones en la Cuenca Neuquina. En consecuencia, las proyecciones respecto de la capacidad de producción de la industria argentina del gas natural y su situación de reservas resultan relevantes a los efectos de definir el rol de Argentina dentro de los procesos de integración energética binacional o regional que se pretendan implementar. En el corto y mediano plazo Argentina ya no se perfila como proveedor de gas de la región. Por lo tanto, los proyectos de integración energética que se encuentran actualmente en discusión requieren la inclusión de gas boliviano o eventualmente de gas del Perú proveniente de Camisea.
Debe señalarse, además, la posible incidencia de factores estructurales existentes antes de que se desatara la crisis. La excesiva desregulación aguas arriba, la falta de un Estado planificador en un sector estratégico y el comportamiento racional de los productores que maximizaron los beneficios derivados de la mayor producción dadas las reservas descubiertas con anterioridad, son factores que no deben dejarse de lado a la hora de analizar las causas de la crisis y el diseño de nuevas instituciones que rijan el abastecimiento interno y el intercambio regional en el futuro.
B-1.4. Importaciones desde Bolivia

Como consecuencia de la crisis energética de 2004, Argentina volvió a importar transitoriamente gas de Bolivia. Mediante la “Declaración de Buenos Aires”, el 21 de abril de 2004 los presidentes de Argentina y Bolivia refrendaron el “Convenio Temporario de Venta de Gas Natural entre la República de Bolivia y la República Argentina”. 

La importación de gas de Bolivia se había iniciado en 1972 con un volumen de 4,2 MMm3/día, que en 1979 se incrementó hasta 6 MMm3/día. El abastecimiento se realizó durante 27 años hasta que en septiembre de 1999 Argentina sustituyó las importaciones con producción local.
  
[image: image17.wmf] 

0

1

2

3

4

5

6

7

8

02/06/04

02/07/04

02/08/04

02/09/04

02/10/04

02/11/04

02/12/04

02/01/05

02/02/05

02/03/05

02/04/05

02/05/05

MMm3/dia


Figura 16 - Importaciones desde Bolivia
B) -2- Marco regulatorio de los intercambios gasíferos
B-2.1.  El marco regulatorio de los hidrocarburos
Desde diciembre de 1992 la industria argentina del gas natural quedó desagregada en las siguientes actividades:
(i) Producción, captación y tratamiento. El “upstream”  es un segmento competitivo, regido por la Ley de Hidrocarburos N° 17.319 y los Decretos 1055/89, 1212/89 y 1589/89.
 No es considerado un “servicio público”, sino una “actividad de interés general”. La Secretaría de Energía es la autoridad de aplicación de la Ley 17.319, aunque existen facultades reservadas al Poder Ejecutivo.
(ii) El “downstream” es un segmento regulado por la Ley N° 24.076 de Marco Regulatorio del Gas, su Decreto reglamentario 1738/92, los respectivos Contratos de Licencia de Transporte y Distribución (que contienen las Reglas Básicas y el Reglamento de Servicio), y las resoluciones emitidas por el Ente Nacional Regulador del Gas (“ENARGAS”). Las actividades de transporte y distribución fueron declaradas “servicio público” de carácter nacional y constituyen monopolios naturales sujetos a la regulación y control del ENARGAS. En diciembre de 1992 el monopolio estatal de Gas del Estado fue dividido en 2 empresas de transporte (que operan los sistemas de gasoductos Norte y Sur, respectivamente) y 9 distribuidoras (que prestan el servicio dentro de un área geográfica exclusiva).
B-2.2. El marco regulatorio de las exportaciones de gas natural.

· Artículo 3 de la Ley 24.076. Prioridad del abastecimiento interno.
El régimen argentino de autorización de exportaciones de gas natural se funda en el artículo 3 de la Ley 24.076 de Marco Regulatorio del Gas.
 Mientras que las importaciones de gas no requieren aprobación previa, las exportaciones deben ser autorizadas caso por caso por el Poder Ejecutivo Nacional. El criterio básico para el otorgamiento de las autorizaciones es “que no se afecte el abastecimiento interno”. 

Las normas argentinas sobre exportación de gas -y de hidrocarburos en general-  privilegiaron históricamente la satisfacción del abastecimiento interno. Ya en 1967 la Ley 17.319 dispuso en su artículo 6 que el Poder Ejecutivo permitirá la exportación de hidrocarburos “no requeridos para la adecuada satisfacción de las necesidades internas”. En el caso específico del gas, la Ley de Hidrocarburos N° 17.319 establecía una preferencia para su adquisición en favor de la empresa estatal que monopolizaba el servicio público de transporte y distribución (Gas del Estado S.E.). Esta preferencia aseguraba que sólo pudieran exportarse las cantidades que excediesen el consumo interno.
El principio de prioridad de abastecimiento interno fue recogido por todos los decretos y resoluciones que reglamentaron el otorgamiento de los permisos de exportación de gas y por los acuerdos de integración o interconexión energética que la Argentina firmó con otros países, incluyendo a Chile.

· Artículo 3 del Decreto 1738/92. Autoridad de aplicación. Exportación de excedentes.
El artículo 3 del Decreto 1738/92 (modificado por Decreto 951/95)
 reglamentó el artículo 3 de la Ley 24.076. El Poder Ejecutivo delegó en la Secretaría de Energía la facultad de aprobar o rechazar las solicitudes de exportación de gas natural y de dictar normas complementarias relacionadas con las exportaciones.

A su vez, en julio de 1998 la Secretaría de Energía encomendó a la Subsecretaría de Combustibles el análisis de las solicitudes de autorización de exportaciones.
  En el ámbito de la Subsecretaría de Combustibles se estableció la Oficina de Autorizaciones de Exportaciones de Gas Natural, como el único sitio habilitado para efectuar las presentaciones vinculadas con los distintos trámites de solicitud de autorizaciones. 

La intervención del ENARGAS sólo es requerida para el caso en que las solicitudes de exportación impliquen la construcción de obras de infraestructura o nuevas conexiones.

Por la cadena de delegaciones que parte desde la Ley 24.076, la Secretaría de Energía no sólo ejerce la facultad de otorgar los permisos, sino que tiene competencia para dictar, modificar, suspender y reformular todo el régimen de autorizaciones de exportación de gas natural. Esto significa que el criterio y la interpretación que en cada momento adopte la Secretaría de Energía -dentro del marco de la ley 24.076 y su decreto reglamentario- tienen virtualidad suficiente para convertirse en “ley” de la materia. 

El Decreto 1738/92 estableció también que las autorizaciones de exportación pueden prever la exportación de excedentes de gas a las cantidades autorizadas, siempre que estén sujetas a interrupción cuando existan problemas de abastecimiento interno según determinación de la Secretaría de Energía. Del contrato de exportación debe surgir la condición de interrumpibilidad de la exportación de excedentes y la ausencia de indemnización en caso de tal interrupción.
 

Esto significa que, sin perjuicio de que los permisos de exportación fijaran un volumen máximo diario de gas, las partes del contrato de compraventa podían acordar -bajo la modalidad de servicio interrumpible- la exportación de cantidades que superaran el volumen diario autorizado (“excedentes”), sin necesidad de recurrir a la aprobación de cada operación. Los volúmenes en exceso se computan a cuenta del total autorizado para todo el plazo del permiso.

La suspensión de la exportación de excedentes que resultaren útiles para el abastecimiento interno fue el primer recorte que sufrieron las exportaciones de gas en marzo de 2004.

B-2.3. Reglamentación del procedimiento para la obtención y administración de las autorizaciones de exportación
En uso de las facultades conferidas por el Decreto 1738/92, la Secretaría de Energía dictó las normas para el otorgamiento de las autorizaciones de exportación y para la regulación de dichas autorizaciones durante su vigencia. Respecto del trámite y condiciones para el otorgamiento, los sucesivos regímenes que estuvieron vigentes en Argentina dependieron de la proyección de reservas disponibles, a fin de proteger el abastecimiento interno conforme al mandato legal.
En el Apéndice B-2.3. se describen los procedimientos de autorización de exportaciones que estuvieron vigentes en Argentina.
B-2.4. Acuerdos internacionales sobre intercambios de gas natural

· Protocolo Sustitutivo del Protocolo N° 2 al ACE N° 16 entre Argentina y Chile
El 2 de agosto de 1991, en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI), Argentina y Chile firmaron el Acuerdo de Complementación Económica N° 16 (ACE 16) con el objeto de: “c) Estimular la integración física entre ambos países ...; d) Facilitar el desarrollo de proyectos de interés común en el ámbito de la industria, la infraestructura, la energía...”.
En el Protocolo Sustitutivo del Protocolo N° 2 al ACE 16 de 1995 (finalmente denominado Protocolo Adicional N°15) se acordaron las “Normas que regulan la interconexión gasífera y el suministro de gas natural entre la República Argentina y la República de Chile”:

(i) Las partes se comprometieron a fomentar un régimen jurídico que permitiera la libre comercialización, exportación, importación y transporte de gas natural entre Argentina y Chile, eliminando las restricciones legales y otorgando las correspondientes licencias y autorizaciones de exportación, construcción de instalaciones y transporte de gas.
(ii) Se estableció que el marco normativo aplicable a la compraventa, exportación, importación y transporte de gas está constituido por la legislación de cada país y el Protocolo.  
(iii) Se reconoció el principio por el cual los permisos de exportación se otorgarán en la medida en que no se comprometa el abastecimiento interno.
(iv) En casos de fuerza mayor o caso fortuito, que afecten temporalmente elementos de infraestructura que sean comunes a la exportación y al consumo interno, las partes procederán de acuerdo con el principio de no discriminación respecto de los consumidores afectados, cualquiera sea su ubicación geográfica. 
(v) Para la resolución de controversias referidas a la interpretación y aplicación del Protocolo, las Partes negociarán en forma directa a través de la Secretaría de Energía de la Argentina y la Comisión Nacional de Energía de Chile. Si no se alcanza una solución dentro de los 15 días, cualquiera de las partes puede recurrir al procedimiento arbitral previsto en el Segundo Protocolo Adicional al ACE 16. Este Segundo Protocolo establece detalladamente los aspectos del procedimiento arbitral que básicamente considera un tribunal ad hoc compuesto de tres árbitros y considera, incluso, la posibilidad de la intervención de particulares en la controversia, es decir, de las empresas afectadas.
En el marco del Protocolo Sustitutivo del Protocolo N° 2 del ACE N° 16 se hicieron importantes inversiones en los sistemas de gas argentinos y chilenos. Se instalaron cerca de 3.500 kilómetros de cañería y se invirtieron casi 2 millones de dólares en interconexiones. Sin embargo -como ser verá más adelante-  la integración ha sido preponderantemente física, con una alta vulnerabilidad desde el punto de vista de la integración gubernamental y regulatoria.
Al mantener el privilegio del abastecimiento interno y al remitirse a la legislación de cada país, el acuerdo bilateral no tuvo mayor alcance que la promoción de la interconexión gasífera entre ambos países, sin proveer a una verdadera integración.

En la sección B.3. siguiente se describe el conflicto suscitado entre Argentina y Chile respecto de la interpretación del Protocolo en ocasión de las restricciones a la exportación dispuestas a partir de marzo de 2004. 
· Protocolo Adicional N° 26 al ACE N° 16

El 29 de octubre de 2002 Argentina y Chile firmaron el Protocolo Adicional N° 26 al ACE 16 sobre “Información de los mercados de petróleo y gas, y decisiones de la autoridad con relación al intercambio energético entre las Repúblicas de Chile y Argentina”. Los países se comprometieron a mantenerse recíprocamente informados sobre las autorizaciones de exportación, importación y tránsito de petróleo y de gas natural, así como de sus modificaciones y cancelaciones.  Se prevé el intercambio de información sobre los regímenes regulatorios del mercado de hidrocarburos, en la medida en que las decisiones involucren cuestiones de intercambio, tránsito o interconexión energética que afecten a ambos países. 

· Otros acuerdos aplicables a la exportación de gas argentino
Argentina ha firmado otros acuerdos internacionales para la promoción de la integración de los mercados de gas con sus países vecinos que pueden consultarse en el Apéndice B-2.4.
El objetivo de esta mención es destacar que en todos los acuerdos se dejan a salvo las normas internas que otorgan prioridad al abastecimiento del mercado nacional. 
B-2.5.  Marco legal de las importaciones de gas natural

El artículo 3 de la Ley 24.076 autoriza las importaciones de gas natural sin aprobación previa del Poder Ejecutivo.
Como señalamos en la sección B-1.4., en 2004 Argentina reanudó las importaciones de gas desde Bolivia en el marco de un “Convenio Temporario de Venta de Gas Natural”. 
Nos interesa señalar que en este caso, en que Argentina actúa como importador y Bolivia como exportador, también se aplica el principio de protección del abastecimiento interno. Las leyes de hidrocarburos de Bolivia (tanto la reciente ley de mayo de 2005 como la anterior) autorizan exclusivamente la exportación de los saldos de gas natural después de garantizado el consumo local.

B) -3- Estudio de situación post-crisis
B-3.1. Marco regulatorio post-crisis 
En la sección B-1.3. nos hemos referido a las causas de la crisis energética de 2004. En cuanto a sus consecuencias - a los efectos de este trabajo - se impone el reconocimiento de que en el corto y mediano plazo Argentina no podría volver a asumir su rol de proveedor neto de la región.
Además - primero en respuesta a la crisis económica y luego con motivo de la crisis energética- el gobierno argentino tomó medidas que implican cambios significativos sobre el modelo regulatorio de la industria del gas y que han afectado a todos los actores involucrados.
Podemos anticipar que hasta tanto no concluya la normalización de los precios del gas y la renegociación de los contratos con las licenciatarias de transporte y distribución, no tendremos el diseño definitivo del funcionamiento del sector. Ello obliga a considerar el presente de la industria y de su regulación, así como la conducta de los agentes, a la luz del conjunto de medidas dictadas durante este período por el gobierno argentino, sea por su incidencia directa en las exportaciones de gas a Chile o por los cambios que introducen en el mercado argentino de gas natural. 
Entre 2002 y 2004 el gobierno nacional puso énfasis en (i) la inmutabilidad de las tarifas a usuario final para el mercado interno y en (ii) la renegociación de los contratos de servicios públicos.

Cuando a principios de 2004 quedó en evidencia la crisis del sector, el gobierno concentró su actuación en (i) las restricciones a la exportación para asegurar el abastecimiento interno y (ii) en la recomposición del precio del gas.
En el Apéndice B-3.1. se describen las medidas más importantes adoptadas por el gobierno argentino durante el período post-crisis. 
B-3.2. Descripción del conflicto entre Argentina y Chile en ocasión de la crisis energética de 2004: análisis legal. Consecuencias y enseñanzas para la integración regional. 

En ocasión de la crisis energética de principios de 2004 el gobierno argentino dispuso importantes restricciones a las exportaciones de gas natural, mediante la invocación del principio de prioridad del abastecimiento al mercado interno.

· Interpretación del gobierno chileno, del gobierno argentino y de los actores privados
El gobierno chileno consideró que Argentina había incumplido los acuerdos vigentes, en tanto los cortes a las exportaciones implicaban una discriminación entre consumidores chilenos y argentinos, y se impedía el cumplimiento de contratos de exportación previamente autorizados mediante el correspondiente acto administrativo.
Chile sostiene que el principio de prioridad de abastecimiento interno sólo debería aplicarse al momento de otorgar la autorización de exportación y que, una vez manifestada la decisión soberana del Estado exportador, tales permisos no deben modificarse ni restringirse.

Tampoco acepta que la aplicación del principio de no discriminación se limite a los casos de emergencia relacionados con problemas de infraestructura. El gobierno chileno interpretó que conforme al artículo 7 del Protocolo Sustitutivo del Protocolo No. 2,
 las partes procederían en todos los casos (incluyendo las emergencias originadas en la etapa de producción o suministro) de acuerdo con el principio de no discriminación respecto de los consumidores afectados, cualquiera fuere su ubicación geográfica.

El reclamo de Chile se manifestó (i) a nivel de las autoridades regulatorias sectoriales (Comisión Nacional de Energía de Chile y Secretaría de Energía de Argentina)
, (ii) a través de los Ministerios de Relaciones Exteriores de ambos países y (iii) mediante declaraciones presidenciales (el presidente chileno Ricardo Lagos advirtió que su país había perdido confianza en la Argentina
; el presidente Lagos se mostró decepcionado porque Argentina no avisó con tiempo la situación que sobrevendría y, en cambio, minimizó el tema).

El gobierno chileno insistió en que el racionamiento en el suministro de gas de Argentina a Chile se apartaba abiertamente de lo establecido en el acuerdo binacional, por lo que correspondía la aplicación de los mecanismos de solución de controversias estipulados en el artículo 11 del Protocolo,
 que prescribe que cuando no hubiere acuerdo directo entre las partes habría que recurrir al procedimiento arbitral establecido en el Segundo Protocolo Adicional.

Chile llegó a entregar notas diplomáticas al gobierno argentino, pero no se iniciaron procedimientos específicos de solución de controversias.

Inicialmente, los importadores chilenos presentaron reclamos a sus vendedores argentinos. Estos invocaron el “hecho del príncipe” (suspensión de las exportaciones por parte de la autoridad pública), lo que llevó a las empresas chilenas a realizar gestiones directas ante la CNE de su país y ante la Secretaría de Energía argentina. Los empresarios chilenos declararon que preferían utilizar los canales políticos para evitar iniciar reclamos judiciales que podrían extenderse en el tiempo y profundizar los daños derivados de la falta de abastecimiento.

El gobierno argentino justificó la legalidad de los cortes en la prioridad de asegurar el abastecimiento interno, conforme a las normas argentinas cuya vigencia fue expresamente dejada a salvo en los acuerdos bilaterales, y responsabilizó a los productores privados por no haber tomado previsiones suficientes para atender simultáneamente el mercado interno y sus compromisos de exportación.
Por su parte, los productores exportadores argentinos invocaron la causal de fuerza mayor para eximirse de responsabilidad por el incumplimiento de sus obligaciones de suministro al mercado chileno.

La actuación de los productores puede analizarse desde dos ópticas: (i) la responsabilidad general de todos los productores argentinos por las consecuencias de la crisis energética; y (ii) la actuación de cada productor respecto del cumplimiento de sus compromisos individuales.

Sobre la primera cuestión, sin perjuicio de las condiciones económicas que afectaron las decisiones de inversión, correspondería el análisis de las responsabilidades de los productores de gas, considerando:

(i) La posibilidad de los productores de anticipar el crecimiento significativo de la demanda de gas natural. 

(ii) El cumplimiento de los compromisos de inversión en los yacimientos, en relación con el nivel de compromisos adquiridos bajo la legislación aplicable.

 (iii) La adopción de medidas de mitigación del daño tales como la importación de fuel oil y su entrega en aquellas plantas de generación térmica en condiciones de sustituir el gas natural.

(iv) Las normas bajo las cuales tuvieron lugar los cortes de suministro a Chile (mecanismos de redireccionamiento e inyecciones adicionales), que no establecieron una prohibición absoluta de cumplir con los compromisos de exportación, sino que implicaron eventualmente una mayor onerosidad para el cumplimiento de las obligaciones. Cabe considerar en este sentido que la Disposición N° 27/04 de la Subsecretaría de Combustibles, que se aplicó entre el 29 de marzo y el 17 de junio de 2004, previó la posibilidad de reemplazar el gas natural objeto de la suspensión por energía equivalente para el mercado local. La Resolución 659/04 que reemplazó a las Disposición SSC 27/04 no establece restricciones a las exportaciones, sino que se limita a solicitar inyecciones adicionales para el mercado interno.

Lo anterior es aplicable al conjunto de los productores argentinos de gas, aunque existieron matices en cuanto a la diligencia observada por cada una de las empresas. Debe tenerse en cuenta que la obligación de satisfacer el abastecimiento del mercado interno con carácter previo a la exportación, es una obligación que pesa sobre el conjunto de los productores argentinos. Aun en el caso de que un productor haya satisfecho individualmente todos los compromisos asumidos en el mercado interno, pesarán restricciones sobre sus exportaciones de gas mientras existieren faltantes de combustible para la demanda firme local.

A nuestro criterio la cuestión se resolvería según que las pruebas que presente el productor involucrado logren formar la convicción del juzgador acerca del carácter imprevisible e inevitable de la causal de fuerza mayor invocada. 
En resumen, si consideramos la responsabilidad de los Productores respecto de:

(i) La suspensión de la exportación de excedentes: no habría responsabilidad por la suspensión en sí, en tanto los excedentes son por definición interrumpibles sin indemnización.

(ii) Las restricciones sobre los volúmenes autorizados en firme: aunque un productor haya satisfecho individualmente todos los compromisos asumidos en el mercado interno, pesarán restricciones sobre sus exportaciones de gas mientras existan faltantes de combustible para la demanda firme local. Esta limitación era previsible para los productores (en especial respecto de los volúmenes adicionales comprometidos a principios de 2004), lo que habilita a pensar justifica que la declaración de fuerza mayor puede resultar, al menos en principio, desafiable.
· Enseñanzas del conflicto

Sin perjuicio de la solución jurídica que finalmente y para cado caso concreto resulte aplicable, quedó en evidencia la vulnerabilidad de los compromisos de integración alcanzados hasta el presente.
Argentina no habría violado los acuerdos internacionales con Chile, en tanto siempre se dejó a salvo el principio de prioridad del abastecimiento interno, tanto por la remisión a la aplicación de la legislación interna de cada país, como por la limitación de la aplicación del principio de no discriminación a las situaciones de problemas de infraestructura (lo cual excluiría a los problemas en la etapa de suministro, capacidad de producción e inyección de gas).

Sin perjuicio del inadecuado tratamiento institucional que se le dio a la cuestión, especialmente a principios de 2004, las normas argentinas privilegiaron históricamente el abastecimiento interno y la autoridad de aplicación ha actuado en consecuencia con este criterio.

Con respecto a la suspensión de la exportación de excedentes (sea en forma general mediante la Resolución 265/04, o en el caso concreto de las Notas a los Productores de marzo de 2005)
, éstos son por definición interrumpibles a criterio de la Secretaría de Energía.

Pero inmediatamente el Estado avanzó sobre los compromisos firmes de las transacciones internacionales de gas, a partir del dictado de la Disposición SSC 27/04. Con la Resolución 659/04 se cambió la presentación de la cuestión, reemplazando los “redireccionamientos” por “solicitudes de inyección adicional”. Se enfatizó también la posibilidad de reemplazar el gas comprometido por combustible alternativo. El gobierno pretendió destacar la responsabilidad de los productores privados por no haber tomado las previsiones suficientes para poder abastecer simultáneamente el mercado interno y sus compromisos de exportación. 

Finalmente, queda como objeto pendiente de análisis cuál es el grado de responsabilidad de un gobierno que mediante sus decisiones de política económica introduce cambios sustanciales en los escenarios tenidos en cuenta por los productores e inversores privados al momento de realizar sus proyecciones de negocio y de asumir sus respectivos compromisos de inversión.
Esta cuestión está estrechamente ligada al tema de fondo que nos ocupa: cuál es el alcance que los países están dispuestos a otorgar al proceso de integración. La integración energética, como la de cualquier otro sector de la economía, presupone un acuerdo básico acerca de la necesidad de preservar la libertad de los mercados. La integración es, en definitiva, una progresiva eliminación de fronteras que permite la libre circulación de bienes, capitales y personas. Ello requiere el mantenimiento de una estabilidad económica y jurídica que debe quedar a salvo de las intervenciones unilaterales y coyunturales de los gobiernos nacionales. 
B) -4- Alternativas económicas de integración gasífera
B-4.1. El rol de Argentina. De la integración binacional a la integración regional 
A la Argentina se la conceptualizaba como exportador natural de energía en la región, exportando petróleo y gas a Brasil y Chile. Sin embargo, la crisis desatada en el año 2002 no sólo desmoronó la postura que situaba a la Argentina como el exportador regional sustentable por largo tiempo, sino también demostró que no llegaba a cubrir la demanda interna. Tal situación provocó que el país reviera su perfil exportador, afectando principalmente a Chile y en menor medida a Uruguay.

Las mega-reservas de Bolivia y de Perú (Camisea), resultan los nuevos centros de atención regional, perfilándose como los nuevos proveedores de gas por donde pasaría toda tentativa de solución de los problemas energéticos de los grandes centros de consumo de Argentina, Brasil, Chile y Uruguay.

En la sección B)-1- se resumió la situación actual de los mercados de oferta y demanda de gas en Argentina y Chile. Las perspectivas señalan que, en el corto y mediano plazo, Argentina no podrá satisfacer los requerimientos de gas natural de Chile. 
La provisión de gas al mercado chileno deberá combinarse con otras alternativas como las operaciones de sustitución de gas natural (“swap”) con gas de Bolivia o de Perú. Esto permite afirmar que los proyectos de integración que se consideren en un futuro próximo exceden el marco binacional y requieren la coordinación y complementación a nivel regional.

Actualmente los países del Cono Sur Latinoamericano se encuentran analizando iniciativas de integración de sus mercados de gas, como es el caso del proyecto para la implementación de la Red de Gasoductos del Sur. Sin embargo, se enfrentan todavía las siguientes dificultades:

(i) Los países mantienen conflictos políticos, tanto de carácter diplomático (como en los casos de Chile y Bolivia por la salida al mar o la cuestión recientemente renovada por el límite marítimo entre Perú y Chile), como de orden interno (situación política boliviana). 

(ii) Los dirigentes y la opinión pública no están aun preparados para avanzar hacia una integración profunda de los mercados. A pesar de las iniciativas proclamadas, países como Argentina y Brasil muestran una importante reticencia al momento de ceder posiciones sobre sus mercados.

(iii) Los proyectos de integración energética requieren importantes inversiones en exploración, producción e infraestructura que se espera sean llevados a cabo por el sector privado. Sin embargo, los países no han logrado todavía establecer un marco institucional que otorgue las garantías necesarias para promover dicha inversión. 

En definitiva, los saldos exportables proyectados de Argentina no resultan suficientes para abastecer los requerimientos de consumo chilenos. No se han incorporado en los últimos quince años nuevos yacimientos de gas en cantidad suficiente como para sostener el crecimiento de la demanda. No sólo ha disminuido la inversión en exploración, sino que lo descubierto cada vez tiene menos volumen. Los 10 años de la relación entre reservas y producción es un indicador de alerta importante. Por ello, será necesario un esfuerzo adicional de coordinación y complementación con otros países proveedores de la región.

B-4.2. El proyecto de abastecimiento a Chile vía GNL. Planta de regasificación en Chile y abastecimiento en el mercado internacional.
Por su parte, Chile cuenta con un proyecto de abastecimiento de Gas Natural Licuado (GNL). Para ello debe construir una planta de regasificación, el puerto correspondiente para el ingreso de los barcos metaneros y la conexión de la planta con la red de distribución. El suministro por esta vía recién estaría disponible para el año 2009.

El proyecto se realizaría a través de la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP). La planta se ubicaría en el puerto de Quintero, a 180 kilómetros de Santiago. El costo estimado sería de aproximadamente US$ 400 millones. El flujo inicial seria de 5,5 millones de metros cúbicos por día, casi el equivalente a un barco metanero de mediano porte por semana. El precio previsto se ubicaría entre 6 y 6,5 US$/MMBtu.
En el Apéndice B-4.2. se describen detalladamente las características e implicancias del proyecto de GNL, que es una solución factible de mediano y largo plazo para proveer a Chile de un sustituto del gas natural que importa desde Argentina.
B-4.3. Proyectos con base en gas de Camisea (Perú)
La región de Camisea en Perú posee reservas probadas de 309 BCM y una capacidad de producción actual de 285 millones de pies cúbicos por día, equivalente a 8 MMm3/d. El transporte desde el lugar de extracción hasta la provincia de Ica en la costa peruana, se realiza a través de dos ductos que atraviesan la cordillera de este a oeste, hasta llegar al puerto de Pisco. 

Entre las estrategias posibles para exportar gas de Camisea, hay una que es encaminar el gas natural desde Pisco hasta el norte de Chile, logrando empalmar con los gasoductos Atacama y Norandino, con el fin de invertir el caudal hacia la Argentina y abastecer la demanda del Norte Grande de Chile de aproximadamente 7 MMm3/d. El proyecto consistiría en construir un gasoducto de 30 pulgadas sobre aproximadamente 1.500 km, con el fin de encaminar 17 MMm3/d, a un costo de inversión de aproximadamente US$ 1.000 MM y un plazo de ejecución de 2 años.

La tarifa promedio de transporte entre Camisea y los gasoductos chilenos sería del orden de 0,8 US$/MMBTU el tramo entre Camisea y Pisco, 1,2 US$/MMBTU el tramo entre Pisco y Tocopilla. Suponiendo que el precio del gas en boca de pozo se encuentre en 1 US$/MMBTU, Chile recibiría en la parte norte del país un gas que incluye mercancía y transporte del orden de los 3 US$/MMBTU.

Una vez lograda esta primera etapa del proyecto, Chile tendría dos opciones de abastecimiento de mediano y largo plazo para su zona central de mayor demanda, Santiago de Chile.

Una opción de corto plazo sería lograr el “swap” con los gasoductos de Argentina y liberar gas de la Cuenca Neuquina para llegar a la zona central chilena. Se recibiría el gas a un costo que puede variar entre los 4,5 y 5 US$/MMBTU.

Otra opción de mediano plazo sería, una vez que el gasoducto proveniente de Perú toque territorio chileno y llegue a Tocopilla, realizar una derivación y construcción de un nuevo gasoducto, que comunique las regiones del Norte Grande con la región Central, atravesando todo el territorio chileno, desde el Norte hasta el Centro.

Esta última opción requeriría inversiones unilaterales importantes (chilenas), del orden de los US$ 1.500 millones para construir el gasoducto y sus plantas de derivación. El proyecto consistiría en construir un gasoducto de 30 pulgadas sobre aproximadamente 1.800 km, con el fin de encaminar 13 MMm3/día, a un costo de inversión de aproximadamente US$ 1.200 millones y un plazo de ejecución de 2 años. La tarifa de transporte sería de aproximadamente 1,5 US$/MMBTU, que sumado a los 3 US$/MMBTU a los que se encuentra el gas en Tocopilla, daría un total de 4,5 US$/MMBtu. Esta opción resulta mucho más que interesante para Chile, si se la compara con cualquier proyecto de GNL, pero más desfavorable si se la compara con el actual costo de alrededor de los 2,8 US$/MMBtu, que paga por el gas proveniente de las importaciones de Argentina.

Otra de las formas de exportar el gas de Camisea es via GNL. Perú tiene un proyecto en este sentido desde fines de 2004, cuando se hizo oficial el primer acuerdo de bases para la exportación del GNL a México.
Para ser competitivo en los mercados internacionales del GNL, el precio de la producción y del transporte del gas natural debería ser de alrededor de 0,50 US$/MPC en Pisco, equivalente a 0,48 US$/MMBtu (datos año 2004). El crecimiento de la demanda del GNL y el aumento del precio del petróleo podrían permitir a corto plazo el incremento en el precio del gas natural a aproximadamente 1 US$/MPC para la fabricación del GNL, equivalente a 0,96 US$/MMBtu.

Ahora bien, con la volatilidad del precio del GNL de la actualidad, siguiendo el camino del petróleo, ésta opción resulta ser la más interesante, ya que con los precios registrados del orden de los 13 US$/MMBtu y precios de largo plazo de alrededor de 8 US$/MMBTU resulta ser la alternativa más viable.

Con esta opción Chile sería el más interesado en materializar su compra de GNL en el mercado internacional y más precisamente podría emprender una larga comercialización de este combustible con su vecino Perú. 

En el Apéndice B-4.2. se amplía la información respecto de las alternativas basadas sobre gas de Camisea y en la Figura 17 siguiente se ilustran las alternativas de interconexión propuestas. 
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Figura 17
C) Análisis de los intercambios eléctricos.
C) -1- Objetivos generales del presente capitulo: la integración energética implica también analizar las interconexiones eléctricas entre Chile y Argentina.

Razones geopolíticas, características geográficas, condiciones de mercado y en especial proyectos eléctricos en competencia con otros gasíferos, entre otras; han determinado una escasa integración eléctrica con Chile, salvo puntuales interconexiones destinadas generalmente al abastecimiento de demandas locales y fronterizas.

Sin embargo, analizar el proceso de intercambio gasífero entre Argentina y Chile, como también proyectar las bases y fundamentos de un proyecto de integración regional (anillo energético); nos conduce a dimensionar la problemática no sólo desde la perspectiva de la integración gasífera, sino también a analizar las interconexiones eléctricas.

Ello con el doble propósito de (i) buscar una deseable integración energética confiable y regular que permita el mejor aprovechamiento en la explotación y el uso de los recursos naturales disponibles, y (ii) proyectar una solución integral a la cuestión analizada, donde:

· el proceso de integración no resulte un concepto de “colocación de excedentes de un país hacia otro”, sino un “mercado de doble dirección de flujos comerciales” (de ida y de vuelta), atendiendo a la complementariedad de los recursos y sectores energéticos entre los países involucrados, a la optimización de costos de producción, al aumento del factor de uso de las instalaciones y la seguridad de abastecimiento;

· y donde dicho “mercado de doble dirección de flujos comerciales”, encuentre a la Argentina como el “centro geográfico y económico de traspaso e intercambio energético regional” (al menos en el corredor Chile-Argentina-Brasil), atento a que si bien los hechos demostraron que nuestro país no es el país exportador sustentable de energía que otrora se avizoraba, sí posee gran nivel de interconexiones físicas con los demás países de la región.

De allí la causa y fundamento de la inclusión de este capítulo y de las cuestiones en él analizadas, en especial los análisis relativos a:

· las interconexiones eléctricas en la región y la complementariedad de recursos y sectores;

· el marco regulatorio, los protocolos y los principios de no-discriminación y reciprocidad suscriptos entre Argentina y Chile y su real nivel de implementación;
· la crisis gasífera en la integración Argentina-Chile y su impacto en la normativa y estrategia eléctrica chilena.
C) -2- Interconexiones Eléctricas en el Cono Sur

Las interconexiones coadyuvan al incremento de la eficiencia de la producción, debido a la complementariedad hidroeléctrica e hidrotérmica, las diferencias por diversidad horaria de las cargas y la complementariedad estacional.

Los sectores eléctricos del Cono Sur se caracterizan por una participación hidráulica que en despachos futuros supera el 60 % de la producción y un margen de reserva térmica que supera el 40 % de la demanda máxima necesaria para superar la gran vulnerabilidad a los fenómenos climáticos.

Las singularidades a tener en cuenta para un proceso de integración en la región y de mercados son las siguientes:
· Alta presencia de producción hidráulica (más del 60 %) y elevados requerimientos de reserva térmica (más del 40 %).

· Alta complementariedad en la aleatoriedad de la producción hidráulica y diversidad de máximos requerimientos de la demanda en períodos diario y estacional.

· Mercados desarrollados con empresas de transmisión independientes y con instituciones de operación, administración y regulación fortalecidas.

· Competencia y complementariedad entre el gas y la electricidad. El gas es la fuente de producción que lidera las expansiones nacionales y la integración energética.
· Necesidad de modelar ciertas barreras regulatoria, las que, sin desconocer ciertas diferencias nacionales y sin necesidad de unificar el despacho y las reglas de mercado, permitan ir avanzando hacia un mercado regional único, y donde se establezcan criterios de desempeño mínimo homologables en:
· remuneración de la potencia;

· tarificación de la transmisión y el sistema de expansiones;

· libre acceso y derechos de quienes participan de los mercados: empresas generadoras, empresas transmisoras, empresas distribuidoras, consumidores, agentes;

· comercialización;

· reglas claras y duraderas que permitan las operaciones comerciales de largo plazo.

C) –3- Mercado Eléctrico Argentino

El sistema eléctrico argentino posee una capacidad instalada de aproximadamente 22.400 MW, con una demanda máxima de casi 14.000 MW y una generación anual de 78.000 GWh. Posee un sistema de transmisión de 16.800 Km, considerando líneas de transmisión desde los 132 KV hasta los 500 KV.

Argentina es un país que posee gran cantidad de recursos primarios para generar electricidad (recursos hídricos, gas natural, carbón mineral, petróleo, nuclear, biomasa y otros).

· Potencia instalada

Debido a su bajo costo de inversión y operación, las centrales de ciclo combinado a gas natural han cobrado mucha importancia en el último tiempo. La potencia instalada se conforma del siguiente modo:

· Nuclear:

1.005 MW
(
  4,49 %

· Hidráulica:

8.973 MW
(
40,08 %
· Ciclo Combinado:
5.856 MW
(
26,16 %
· Turbo Gas (TG):
2.039 MW
(
  9,11 %
· Turbo Vapor (TV):
4.515 MW
(
20,17 %
· Total:


22.388 MW
(
100,0 %
Demanda Pico:

· Interna:

13.900 MW

· Exportación Brasil:
  2.000 MW

Demanda Media Año:
· Interna:

  8.900 MW

Energía Anual:

· Registrada:

77.900 GWh/año

C-3.1. Importaciones y Exportaciones de Energía Eléctrica

El Anexo 30 de “Los Procedimientos” contempla la normativa general aplicable a las importaciones y exportaciones de energía eléctrica con el MEM.

Para garantizar la transparencia de dichas operaciones se necesita establecer condiciones mínimas de reciprocidad y simetría entre el MEM y el mercado eléctrico del otro país:

· Mercado de generación y despacho de la oferta basado en costos económicos.

· Acceso abierto a la capacidad remanente de transporte.

· Condiciones no discriminatorias a demandantes y oferentes en ambos países.

Respecto de los intercambios, estos pueden ser:

· Intercambios firmes que se acuerdan entre partes (entre un agente o comercializador del MEM y una empresa de otro país) de mediano y largo plazo, con una obligación de cumplimiento físico de potencia a entregar en el nodo frontera con garantía de suministro (contrato de importación o exportación del Mercado a Término, del tipo Contrato de Potencia Firme).

· Intercambios de oportunidad, en función de los excedentes y faltantes que surjan en cada país y sus precios (mediante transacciones en el Mercado Spot, interrumpibles. La aceptación de una importación Spot se basa en criterios económicos de despacho.
La “importación” es considerada generación que se adiciona al MEM y debe pagar los cargos de transporte que le correspondan. La “exportación” es considerada una demanda adicional que se agrega al MEM en la frontera y debe pagar los cargos de Transporte que le correspondan y el cargo mensual por Energía Adicional correspondiente a las pérdidas, como si se tratara de un Gran Usuario.

En el Apéndice C-3.1. se describen las modalidades de los contratos de exportación e importación de energía eléctrica y los requerimientos para la implementación de operaciones internacionales en el mercado spot.
C-3.2. Fondo Fiduciario para el Transporte Eléctrico Federal

El Plan Federal de Transporte de Energía Eléctrica en 500 KW para la licitación bajo la modalidad de contratos COM, de expansión de líneas de transmisión de 500 Kv, surgió para corregir la falta de señales de precio e indiferencia del mercado en realizar expansiones en obras en extra-alta tensión, para la interconexión de las diferentes áreas que conforman el SADI. 
Esta iniciativa gubernamental, obligó a todos los actores a definir su participación en un esfuerzo que puede consolidar a Argentina como centro geográfico y económico del traspaso e intercambio de energía eléctrica en el cono sur. La red de transporte de energía que surgirá es similar a la red de gasoductos que ya opera en la región.

Además de una mayor confiabilidad del sistema, el Plan Federal significará la eliminación de la condición de aislamiento o vinculación radial de la mayoría de las regiones y de la saturación de algunos corredores. Asimismo, mejorarán las posibilidades de exportación y el uso más racional de los recursos energéticos al eliminar la generación forzada, ineficiente y contaminante.

En el Apéndice C-3.2. se detallan las obras previstas dentro del marco del Plan Federal.

C-3.3. Interconexiones Eléctricas

La Argentina posee actualmente las siguientes interconexiones eléctricas con sus países vecinos:
	
	Interconexiones
	 

	Uruguay
	Salto Grande
	2.000 MW

	 
	Interconexión Paysandú-Concepción
	100 MW

	Brasil
	Paso de los Libres - Uruguayana
	50 MW

	 
	Interconexión Rincón-Garabí-ITÁ
	2.100 MW

	Paraguay
	Yacyretá
	4.500 MW

	 
	Clorinda - Guarambaré
	80 MW

	 
	El Dorado - C. A. López
	34 MW

	Chile
	En isla
	640 MW

	
	Río Turbio - Puerto Natales 
	1 MW


C-3.4. Transacciones de Energía Eléctrica

La Figura 18 siguiente representa los intercambios eléctricos que Argentina mantiene actualmente:
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Figura 18 – Intercambios eléctricos
La expansión de las transacciones de frontera con los países de la región permite captar las ventajas de oportunidad entre los mercados mayoristas que se interconectan y el respaldo recíproco en materia de seguridad del abastecimiento, otorgándoles confiabilidad y estabilidad a sus redes, logrando ante determinadas situaciones el menor impacto por energía no suministrada.
Asimismo, si bien excede el objeto de este trabajo, resulta interesante resaltar las particularidades que han interconectado los mercados de Argentina y Brasil, para verificar la posibilidad de extrapolar el modelo a los futuros intercambios de Argentina con Chile, adaptándolo a las realidades y necesidades de ambos países.
A estos efectos, en el Apéndice C-3.4. se describen algunos aspectos del mercado eléctrico brasileño y la hipótesis de intercambio eléctrico entre Argentina, Chile y Brasil, utilizando la disponibilidad sobrante de las generadoras térmicas brasileñas que utilizan el gas proveniente de Bolivia.
C) -4- Mercado Eléctrico Chileno

El mercado eléctrico chileno está compuesto por las actividades separadas de generación, transmisión y distribución de suministro eléctrico; desarrolladas por empresas controladas en su totalidad por capitales privados. El Estado sólo ejerce funciones de regulación, fiscalización y de planificación indicativa de inversiones en generación y transmisión, aunque esta última función es sólo una recomendación no forzosa para las empresas. La Comisión Nacional de Energía (CNE) es el organismo encargado de elaborar y coordinar los planes, políticas y normas necesarias para el funcionamiento y desarrollo del sector eléctrico.

Participan de la industria eléctrica chilena un total aproximado de 31 empresas generadoras, 5 empresas transmisoras y 36 empresas distribuidoras.

El parque térmico constituye el 63 % de la potencia instalada, que contribuye con aproximadamente el 49 % de la energía generada. El restante 37 % de la potencia instalada y 51 % de la energía generada, provienen de fuentes hidroeléctricas. La generación térmica se realiza en un 38 % con derivados de petróleo y gas natural. Sin embargo a lo largo de la última década, los aportes del parque hidráulico en el total de la energía generada, ha sido superior (66,6 % en promedio).

La incertidumbre acerca de la evolución futura del parque y las eventuales restricciones de oferta de gas, aumentan dicha inseguridad. Las ventas de energía registradas en el año 2004 fueron cercanas a los 46.000 GWh/año.

Presenta cuatro sistemas eléctricos, no interconectados entre sí. En el mapa de la Figura 19 se presenta su distribución geográfica y en la tabla de la Figura 20 sus valores de potencia instalada:
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Figura 19
	SISTEMAS
	Potencia
	Porcentaje

	SING
	3.441 MW
	34,1 %

	SIC
	6.573 MW
	65,1 %

	AYSEN
	21 MW
	0,2 %

	MAGALLANES
	64 MW
	0,6 %

	TOTAL PAÍS
	10.099 MW
	100,0 %


Figura 20 - Fuente: CNE

La capacidad instalada, conforme al recurso de combustible o energía primaria que se utiliza para generar energía eléctrica, a nivel país es:
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Figura 21- Fuente: CNE
C) -5- Interconexiones entre Chile-Argentina

Los fuertes incrementos de la demanda registrados en los últimos años en el Norte Grande de Chile, derivados de la actividad minera desarrollada en esa región, impulsaron - junto con la apertura del sector energético argentino y el proceso de integración económica - la concreción de dos gasoductos, Atacama y Norgas, destinados en gran parte a la generación eléctrica, y una línea en 345 KV. Estos emprendimientos vinculan la Cuenca Noroeste de Argentina con el Norte Grande de Chile.

Las transacciones de energía eléctrica con Chile se realizan actualmente en forma segregada del SADI, a través de la central TermoAndes y de una línea de transporte en 345 KV de InterAndes. Existen estudios para realizar nuevas vinculaciones, directamente desde la red del SADI hacia la región central de Chile desde Mendoza y hacia el sur desde Neuquén, así como para la interconexión plena de TermoAndes, a través de InterAndes del sistema del norte grande de Chile (SING) con el SADI.

El Sistema Interconectado Norte Grande (SING) tenía una sobreoferta de generación del orden los 1.500 MW. Este excedente de generación podría abastecer la demanda localizada en la parte norte del Sistema Interconectado Central (SIC) y los proyectos mineros localizados en territorio argentino y cercano al corredor eléctrico del SIC. La interconexión entre el SIC y el SING es un proyecto de larga data, que en la actualidad ha tomado nuevamente fuerza, gracias al respaldo jurídico de las Leyes Cortas I y II, y la necesidad imperante de suplir la demanda por falta de generación con precios competitivos, motivado por los recortes de gas que Argentina ha realizado a Chile, debido a la crisis del sector.
La interconexión eléctrica entre el SIC y Argentina se podría concretar desde la región de Cuyo hasta Santiago de Chile o desde la región del Comahue hasta la zona sur del SIC, probablemente en el nudo Temuco, o desde la región Comahue hasta el nodo Ancoa.

En el Apéndice C-5 se analizan las condiciones que favorecerían estos proyectos y las razones de su postergación. Allí se analizan, además, las particularidades de cada proyecto.

Los intercambios futuros de doble flujo son beneficiosos para ambos países en el largo plazo en términos de confiabilidad y diversificación.

Además, una vez concretado el corredor NOA-NEA, la interconexión entre el SING con el SADI y la vinculación entre los sistemas SING-SIC, Chile podrá tener un vínculo seguro y continuo con Brasil, pudiendo ambos países realizar contratos de potencia firme utilizando las redes de Argentina como intermediaria de estas transacciones.

Los beneficios para Chile son muy significativos, al obtener una nueva alternativa en el abastecimiento energético, “diversificando” a través de una conexión eléctrica a un punto fuerte de suministro. Chile tiene entre sus proyectos: la explotación hidroeléctrica del sistema Aysén (con una potencia instalada de 2.300 MW), la instalación de centrales térmicas nucleares (reservas de uranio a ambos lados de la cordillera) y la instalación de plantas de regasificación de GNL.

C) -6- Marco regulatorio de los intercambios eléctricos

En el Apéndice C-6 se incluye un breve diagnóstico de la transformación de los sectores eléctricos chileno y argentino, que se dieron en la década de los 80 y de los 90 respectivamente.

A partir de allí se identifican como relevantes las siguientes regulaciones aplicables a los intercambios eléctricos binacionales. 
C-6.1. Protocolo Adicional 21º sobre “Normas que Regulan la Interconexión Eléctrica y el Suministro de Energía Eléctrica entre la República de Chile y la República de Argentina”.

En el marco del Acuerdo de Complementación Económica Nº 16 (ACE 16)
 y teniendo presente los propósitos contenidos en la Declaración Conjunta de los Presidentes de la República Argentina y de la República de Chile
, el 29 de diciembre de 1997 estos dos países suscribieron el Protocolo Adicional Nº 21 al Acuerdo de Complementación Económica N°16 sobre “Normas que regulan la Interconexión Eléctrica y el Suministro de Energía Eléctrica entre la República de Chile y la República de Argentina”
.
Sin perjuicio que el desarrollo que efectuamos en el Apendice C–6.1., los principales compromisos giraron en torno de:

· Principio de “libre comercio” en el intercambio.
· Principio de “acceso abierto” y “condiciones no discriminatorias” a demandantes y oferentes en ambos Países, en la medida que no se comprometa el abastecimiento interno. 

· El marco normativo aplicable a la compraventa, importación, exportación y transporte de energía eléctrica, será el constituido por la respectiva legislación de cada país.  Sin embargo -tal como se detalla en el Apendice supra citado-, la legislación deberá respetar condiciones básicas de integración, tales como asegurar condiciones competitivas del mercado de generación sin la imposición de subsidios; permitir a distribuidores, comercializadores y grandes demandantes de energía eléctrica que contraten libremente sus suministros, que podrán provenir de cualquiera de los dos países de conformidad con la legislación vigente en cada país, sin establecer restricciones al cumplimiento de los mismos, adicionales a las establecidas para contratos internos; respetar el acceso abierto a la capacidad remanente de las instalaciones del transporte y distribución, incluyendo también el acceso a las interconexiones internacionales, sin discriminaciones que tengan relación con la nacionalidad y el destino (interno o externo) de la energía o con el carácter público o privado de las empresas, respetando las tarifas acordadas, etc.

· Simetría de tratamiento, comprometiéndose a proceder de acuerdo al principio de no discriminación respecto de los consumidores afectados, cualquiera sea la ubicación geográfica de estos.

· Fijación de un mecanismo de solución de controversias por negociación diplomática directa.

C-6.2. Protocolo Adicional 25º sobre “Información de los Mercados Eléctricos y Decisiones de la Autoridad con Relación al Intercambio Energético”.

También en el marco del Acuerdo de Complementación Económica Nº 16 (ACE 16) y conforme el Protocolo Adicional Nº 21; el 19 de mayo de 2000, los gobiernos de Argentina y de Chile suscribieron en Buenos Aires el Protocolo Adicional sobre “Información de los Mercados Eléctricos y Decisiones de la Autoridad con Relación al Intercambio Energético”
.
El detalle de los acuerdos arribados se efectúa en el respectivo Apéndice C-6.2., entre los que se destacan:
· Fijación de un sistema de información recíproca relevante y necesaria para la transparencia de las operaciones de importación/exportación. Manteniendo al día a la contraparte de las autorizaciones autorizaciones, licencias y concesiones otorgadas para la exportación e importación de energía eléctrica, para la construcción, operación y explotación de las interconexiones físicas con el objeto de que las decisiones administrativas que se adopten concuerden entre sí.

· Los organismos competentes para fiscalizar a los agentes del mercado, son la Secretaría de Energía y el Ente Nacional Regulador de la Electricidad (ENRE) por parte de la Argentina y la Superintendencia de Electricidad y Combustibles por parte de Chile.

C-6.3. Comisión Técnica Binacional de Integración de los Mercados Energéticos

En el marco de la agenda de la Comisión Técnica Binacional de Integración de Mercados Energéticos, en la reunión celebrada el pasado 20 de noviembre de 2003 en Santiago de Chile, la parte chilena presentó:

· El Proyecto de Ley de modificación a la Ley General de Servicios Eléctricos (D.F.L. 1/82 modificada por la Ley Nº 19.674) que el Poder Ejecutivo Chileno presentara luego al Congreso para su aprobación y, en virtud del cual se sancionarían posteriormente las Leyes Nº 19.940 y Nº 20.018, llamadas Ley Corta I y Ley Corta II, respectivamente.

· El borrador de “Reglamento de Interconexión y Comercialización de Electricidad con Países Vecinos”.
Ambos proyectos resultan conducentes al “Manual de Procedimientos para la Interconexión Eléctrica”, cuyo seguimiento se encomendó a la Subcomisión de Temas Eléctricos de la Comisión Binacional.

Si bien se valoró positivamente el nivel de implementación del “Protocolo sobre Información de los Mercados Eléctricos y Decisiones de la Autoridad con relación al Intercambio Energético”, reconociéndose en particular los avances en la calidad y cantidad de la información proveniente de Chile, se acordó continuar en su perfeccionamiento tendiendo a minimizar la asimetría de contenidos en tanto la Agenda de dichos Protocolos no fue suficientemente cumplida.
C-6.4. Proyecto de Reglamento de Interconexión Eléctrica

Este Reglamento, cuya primera versión fue presentada a los distintos actores del mercado chileno en septiembre de 2.003, aún se encuentra en etapa de desarrollo, evaluación y compatibilización con la normativa vigente en Argentina en materia de interconexiones internacionales.

El mismo regula y especifica:

· La comercialización de electricidad importada y exportada.

· Las obligaciones y derechos de los Agentes del mercado eléctrico que participan en la comercialización de electricidad.

· Los tipos de contratos relacionados con las operaciones de exportación o importación de electricidad.

· Las autorizaciones para exportar electricidad.

· La operación coordinada del sistema eléctrico nacional chileno considerando la electricidad importada o exportada.
· Los sistemas de interconexión de electricidad utilizados para la comercialización de electricidad, las obligaciones y derechos de sus propietarios y usuarios.
C-6.5. La crisis de gas y su impacto sobre las modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos

Veinte años de experiencia demostraron la necesidad de efectuar algunos cambios a la normativa chilena vigente (DFL Nº 1/82), a fin de recuperar el nivel de inversión que requiere el sector eléctrico como servicio confiable. Esta modificación se vio acelerada por las consecuencias que para el sector de generación de energía eléctrica en base a gas (principalmente en el SING) trajo aparejada la crisis de gas con Argentina.

a) Ley Nº 19.940 -“Ley Corta I”, (Diario Oficial 13/03/2004):

· Reguló la actividad de Transmisión a la que define como Servicio Público, donde el plan de expansión es obligatorio y producto de estudio de planificación óptima con participación estatal en la decisión
. Los peajes se fijan conforme a valores actuales de instalaciones y valores de expansión a fin de otorgar certidumbre de pagos de peaje para los generadores y certidumbre en la remuneración de la transmisión, asegurando de tal forma el desarrollo eficiente del sistema de transmisión
.
· Establece y regula el monto de peaje de los sistemas de distribución, de modo que los generadores u otros comercializadores puedan acceder a competir por clientes en zonas de concesión de las distribuidoras.
· Reemplaza la tarifación marginalista por el sistema de costos medio de planes óptimos de expansión para los sistemas de tamaño mediano (- 1.500 MW a 2000 MW). Ello con el fin de asegurar inversiones eficientes por economía de escala.
· Reduce los límites paras ser “Cliente Libre”, en donde clientes con consumo de 500 KW a 2.000KW pueden optar por mantenerse regulados o pasar a libres (esta opción entrará en vigencia en marzo de 2006). Ello con el fin de otorgar mayor competitividad al sector.

· Establece un panel de expertos permanente para dictaminar en las controversias que se susciten en los procesos tarifarios (art. 130)

b) Ley Nº 20.018, “Ley Corta II” (Diario Oficial 19/05/2005)

Conforme surge del mensaje de elevación del proyecto de ley enviado por el Ejecutivo a la Cámara de Diputados, este Proyecto atendía “… a la necesidad de fortalecer la seguridad de suministro frente a incertidumbres externas en el abastecimiento de combustibles de difícil sustitución inmediata en los mercados internacionales viene a proponer cambios al marco regulatorio que rige al sector eléctrico nacional para dar mayor certidumbre en el proceso de inversión y permitir una mayor participación de los actores, productores y consumidores, en la administración de la demanda eléctrica de modo de enfrentar mejor contingencias que se pueden presentar en el sector”.

Esta modificación contempla básicamente tres aspectos centrales:

· La introducción de una variación en el mecanismo de licitación de contratos de suministro de los generadores a las distribuidoras, para abastecer la demanda de los clientes regulados. Se contempla un procedimiento de licitación que define contratos con plazos extendidos, en donde el precio de adjudicación no es modificado en el período de duración de los mencionados contratos, sin perjuicio de indexaciones que deban llevarse a cabo, en virtud de los cambios de ciertas variables asociadas a los cotos de proveer el servicio. Con ello se buscaba disipar la incertidumbre proveniente de la crisis del gas, en la medida que el generador que se adjudica el contrato recibirá ingresos consistentes con sus costos de producción, independiente de las variaciones de corto plazo que tengan los precios en el sistema eléctrico
.
· Se prevé que los generadores puedan convenir con sus clientes regulados, reducciones o aumentos temporales de consumos de manera directa o a través de los distribuidores, incluso con la posibilidad de fijar compensaciones con incentivos económicos. Ello con el propósito de otorgar señales de mercado claras que favorezcan una conducta eficiente de los consumidores frente a las condiciones de escasez
.
· Se acota el contexto en el cual es posible catalogar una situación de operación del sistema, como caso fortuito o fuerza mayor. Ello con el propósito que los operadores del sistema tomen las medidas necesarias que garanticen una adecuada seguridad de abastecimiento, puesto que al estar establecidas las responsabilidades al respecto, se valoran los incentivos a salvaguardar la seguridad y calidad del servicio.

c) Ley Nº 20.040 (Diario Oficial 9/07/2005), por la que se prevé un sistema de subsidio transitorio (para años 2005/2006) explícito (para enfrentar las alzas de tarifas ocasionadas pro la aplicación de la Ley Nº 20.018) al pago del consumo de energía eléctrica para usuarios residenciales de escasos recursos, calificados como tales a través de la ficha de familia que se encuentren al día en el pago de las cuestas por concepto de dicho consumo (art. único).
C) -7- Conclusiones respecto de las Interconexiones Eléctricas y las enseñanzas derivadas de la crisis del gas

El desarrollo de mercados regionales eficientes requiere que los mercados nacionales permitan los intercambios internacionales, promuevan la eficiencia, la no-discriminación y reciprocidad, respeten los contratos, realicen el despacho económico -incluyendo oferta y demanda agregadas en las interconexiones internacionales-, respeten los criterios generales de seguridad que se acuerden en las interconexiones, den el acceso abierto a la transmisión e información y seguridad jurídica.

Existen protocolos de integración energética suscritos por Argentina y Chile que establecen las condiciones básicas de reciprocidad y simetrías mínimas acordadas para materializar intercambios de energía. Sin embargo, aún hoy no se han implementado las medidas y normas comprometidas en dichos protocolos (“Reglamento de Interconexión y Comercialización de Electricidad con Países Vecinos”, “Manual de Procedimientos para la Interconexión Eléctrica”, etc.).

A pesar de ello, la interconexión física entre ambos países será una realidad en puertas, cuando las diferencias mínimas existentes en la actualidad sean corregidas y ambos sistemas eléctricos maduren y caminen con un objetivo común de integración regional. Los primeros pasos ya se han implementado: Argentina con el Plan Federal de Transporte Eléctrico y Chile con las recientes modificaciones de su legislación eléctrica.

Al respecto, la crisis de oferta de gas de Argentina demostró:

(i) La no conveniencia de una integración parcial (de energías primarias). 

(ii) La vulnerabilidad del sistema eléctrico chileno (especialmente para las generadoras del SING), disponiendo de una sola fuente externa de aprovisionamiento de combustibles limpios (especialmente cuando las restricciones físicas hacen difícil su inmediata sustitución en caso de desabastecimiento) y postergando proyectos de interconexiones eléctricas con Argentina.
(iii) La conveniencia de una integración energética donde gas y electricidad resulten una agenda común.
(iv) La posición relevante que puede tener para Argentina dicha integración mayor (gas/electricidad) en un mercado vinculado entre Chile, Argentina, Brasil (generación térmica con gas de Bolivia); tanto sea por la complementariedad de recursos como por la optimización de utilización de interconexiones físicas de la Argentina con dichos países, en especial con el cierre de los sistemas de extra-alta tensión (obras del Plan Federal de Transporte Eléctrico) y las interconexiones entre las distintas regiones eléctricas de Chile.
D)  Herramientas jurídico- institucionales

D) -1- Objetivo

Analizadas las alternativas económicas y teniendo en cuenta las enseñanzas de la crisis de 2004, en esta sección se analizarán las cuestiones relacionadas con la definición del marco jurídico-institucional que permitiría optimizar la actual cooperación energética entre Argentina, Chile y los demás países de la región. 

Este análisis se realizará teniendo en consideración: 

(i)
las experiencias internacionales relevantes, especialmente la europea; 

(ii)
los compromisos del sistema MERCOSUR; y 

(iii)
la realización de nuevos proyectos específicos de cooperación energética regional como el de la Red de Gasoductos del Sur.

Finalmente, se propondrán algunos lineamientos para el mejoramiento de los compromisos actuales, con miras a maximizar el intercambio de productos energéticos en beneficio de los consumidores y  fomentar la captación de inversiones para el crecimiento del sector En esta sección se analizará el marco jurídico institucional en el que podría darse una optimización de la actual cooperación energética entre Argentina y Chile. 

D) -2- Antecedentes

Como se ha señalado a lo largo de este trabajo, la expansión del sector hidrocarburífero argentino y la necesidad de abastecimiento por parte de Chile dieron origen a un intercambio basado en flujos de exportación de excedentes energéticos hacia ese país.

Ante esta particular situación, los gobiernos articularon mediante “protocolos”, entendimientos básicos para facilitar dicho intercambio, estableciendo normas básicas para regular la interconexión tanto en gas como en electricidad.

Conforme a lo anticipado en las secciones precedentes, en el marco del Acuerdo de Complementación Económica N° 16 bajo el sistema de ALADI, el 2 de agosto de 1991 los gobiernos de Argentina y Chile suscribieron los siguientes instrumentos para la vinculación energética entre ambas naciones:

1. El Protocolo Sustitutivo del Protocolo N° 2 del ACE n° 16 de 1995, por el que se implementaron las “Normas que regulan la Interconexión Gasífera y el Suministro de Gas Natural entre la República Argentina y la República de Chile”. 

2. El Protocolo Adicional a dicho ACE suscrito en 1997, por el que se implementaron las “Normas que regulan la Interconexión Eléctrica y el Suministro de Energía Eléctrica entre la República Argentina y la República de Chile”. 

3. El Segundo Protocolo Adicional del ACE n° 16 entre la República Argentina y la República de Chile relativo al Mecanismo de Solución de Controversias.

4. El Protocolo Adicional N° 25 de 2002 sobre Información de los Mercados Eléctricos y Decisiones de la Autoridad con relación al intercambio energético entre Argentina y Chile. 

5. El Protocolo Adicional N° 26 del año 2002 sobre Información de los Mercados de Petróleo y Gas y decisiones de la autoridad con relación al intercambio energético entre Argentina y Chile.  

Estos acuerdos receptaron gran parte de los principios rectores de los esquemas de cooperación en la materia, tales como el respeto al acceso abierto y la no discriminación a los fines de aprobar las transacciones de productos energéticos, pero dejando en reserva la posibilidad de no aplicar tales principios cuando se comprometiera el abastecimiento interno conforme a las normativas y los criterios de los Estados.  

En efecto, el principio de prioridad al abastecimiento interno que surge de los Protocolos y de la legislación interna de la República Argentina ha sido el argumento legal para restringir el flujo de las exportaciones de gas ante la crisis de abastecimiento  que comenzara con el cambio de los precios relativos derivados de la devaluación.

La crisis de oferta de gas argentino puso en evidencia que ante la existencia de tales remisiones al orden jurídico interno, la voluntad de cooperación quedaba subordinada a las necesidades coyunturales de los respectivos Estados.

En definitiva, estos protocolos no sentaron las bases para una mayor integración energética y tampoco definieron una agenda para la implementación de nuevas acciones tendientes a aumentar el grado de cooperación o impulsar la delegación de competencias. Como puede observarse de su texto, los compromisos programáticos no quedaron sujetos a plazos ni condiciones para su cumplimiento.

Esto ha impactado significativamente en el proceso de cooperación entre ambas naciones, obligando a Chile y a los agentes del mercado afectados por el conflicto a analizar en forma unilateral alternativas de abastecimiento.

Sin embargo, ambas naciones reconocen que la necesidad de lograr una mayor cooperación e integración energética encuentra su justificación en: 

(i)
el aprovechamiento de las economías de escala (que son un incentivo a la inversión privada), y 

(ii)
en la complementariedad de los mercados y los recursos energéticos. 

A tal fin, exploraremos alternativas para hacer viables estas premisas.
D) -3- El proceso de integración energética en Europa

Las experiencias internacionales de integración exitosas - como la europea - han demostrado que la participación de varios actores en un mercado más ampliado aumenta la competencia y hace más eficiente el uso de los recursos.

En el proceso de integración económica europea, sin dudas, el tema energético ha sido uno de los principales basamentos. En efecto, uno de los tratados fundamentales, el Tratado de Paris de 1951, se refirió al carbón que por ese entonces era un recurso central y estratégico en la matriz energética de los Estados involucrados.

La entrada en vigencia del Tratado de Roma en el año 1958 significó técnicamente  la constitución de una Unión Aduanera mediante la supresión gradual de los aranceles internos y la adopción de un Arancel Externo Común.

Cabe destacar que la introducción de ciertos principios fundamentales, tales como (i) la competencia equitativa, (ii) el libre movimiento de bienes, personas, servicios y capital, (iii) la no discriminación, han informado todo el proceso posterior y han permitido el cumplimiento en forma gradual de compromisos por parte de los actores, tanto públicos como privados, para el desarrollo de un mercado de energía comunitario.

Es indudable que todo el proceso normativo comunitario ha contribuido a  promover efectivamente la realización del mercado energético ampliado, aún ante la falta de definición de una política energética común y las particularidades propias de los mercados del gas y la electricidad, donde la existencia de monopolios naturales y mercados cautivos pueden afectar las reglas generales sobre competencia.

Sin embargo, ante lo sensible de esta problemática sucedió que medidas de rápida ejecución y globalizantes, orientadas a apresurar el proceso de integración energética, terminaron invariablemente por fracasar. Tal ha sido el caso del intento prematuro de establecer un principio de transporte común para el acceso y transporte abiertos de gas y electricidad a través de las redes nacionales de la Comunidad. 

Los debates en el seno de la Comisión en los años ochenta no superaron la fuerte oposición hasta que fueron abandonados. En lo fundamental para nuestra hipótesis de trabajo observamos que la Comisión tomó un periodo de aproximadamente diez años para desarrollar esquemas alternativos de liberalización de mercados que fueran ampliamente aceptados, incorporando un enfoque gradual en etapas y puntual. 

En dicho periodo el proceso de integración recibió impuso político con la aprobación en 1986 del Acta  Única Europea que en lo normativo significó reforzar la estructura institucional comunitaria con la creación del Consejo Europeo y la adopción del compromiso de adoptar medidas para alcanzar el mercado único con una sólida unidad política. 

Posteriormente, con el Tratado de Maastricht de 1992 que consagró la Unión Europea, se renovaron los métodos para avanzar en la integración mediante la combinación de (i) mecanismos de cooperación, donde los compromisos son adoptados por consenso y (ii) mecanismos comunitarios reforzados por instituciones supranacionales con más competencias que adoptan decisiones vinculantes por mayoría. La normativa dictada por estos organismos comunitarios es de directa aplicación en el derecho interno de los Estados y jerárquicamente superior.

En este Tratado se estableció expresamente la necesidad de adoptar a nivel comunitario medidas en el ámbito de la energía.

En este marco, el proceso de análisis del nivel de los compromisos energéticos culminó en los años noventa con la sanción por parte de la Comisión de las primeras Directivas de Electricidad (1996) y de Gas (1998).

En el Apéndice D-3 incluimos un análisis de las principales normativas eléctricas y sobre el mercado de gas en el proceso integrador europeo.

D) -4- Las enseñanzas del proceso integrador europeo

Del análisis de la normativa correspondiente al proceso integrador europeo pueden identificarse sintéticamente las siguientes enseñanzas: 
D-4.1. Gradualidad y diferenciación
De la revisión a los principales hitos del proceso integrador y a la luz de los compromisos alcanzados puede observarse que la gradualidad ha contribuido decididamente a que la cooperación fuera a paso firme hasta la adopción de acuerdos de mayor relevancia para la constitución de un mercado energético interno ampliado.

Para superar las reticencias a este proceso se partió por reconocer criterios de progresividad y diferenciación en los compromisos hasta que se estuviera en condiciones, por la realidad de los hechos, de alcanzar acuerdos de mayor envergadura.  

Los compromisos inicialmente limitados a mecanismos para tener mayor transparencia en la información y el establecimiento de condiciones para la armonización normativa, se hicieron más fuertes con el correr del proceso.

Amparados bajo los grandes principios e instituciones del derecho comunitario se fueron superando las reticencias de los Estados Miembros a delegar en forma clara competencias a los órganos supranacionales en materias sensibles tales como la eliminación de los monopolios estatales, desintegración vertical de la industria y acceso abierto sin discriminación.

Como vimos, el objetivo final estaba claro, esto es, ir creando las condiciones  de apertura de los mercados de gas y electricidad para, en el contexto de un mercado ampliado y con reglas claras, favorecer la competencia, el aumento de las inversiones y obtener así una reducción de los precios para los consumidores de energía.

El objetivo final de este proceso es lograr la libre elección de provisión a todo tipo de consumidores dentro del definido “mercado interno” (integrado).

D-4.2. Convergencia. Armonización.

No exenta de idas y vueltas, la experiencia europea finalmente se enderezó hacia una agenda de convergencia con (i) la eliminación de barreras técnicas y comerciales que afectaban la integración del mercado energético, (ii) la aplicación directa de reglas relevantes y (iii) una importante armonización legislativa, todo lo que resultó decisivo para atraer inversiones al financiamiento de la expansión del sistema integrado. 

En este proceso es de destacar el aporte del Consejo de Reguladores en Energía (CEER). Además, y al mismo tiempo que se alentó la planificación conjunta, tanto la Comisión como el Consejo y el Parlamento Europeo tuvieron en esta materia un protagonismo relevante hasta la actualidad.

D-4.3. Flexibilidad
Los mecanismos flexibles como las salvaguardias han permitido a los reguladores solucionar conflictos tales como los desequilibrios producidos en los contratos de largo plazo (take or pay) ante la reducción de los precios ocurrida con motivo de la mayor apertura de los mercados y el mayor desarrollo del mercado spot. 

El principio de no discriminación, que resultó un principio rector de todo el proceso, admitió excepciones en el marco de estas cláusulas de salvaguardia que pueden ser invocadas con razón fundada como en casos de crisis en el mercado de la energía que afecte los contratos.

D-4.4. Política Energética Común
Pero si desde el lado instrumental la experiencia europea ha demostrado significativos avances en la consolidación de un mercado energético interno, también queda la enseñanza de que la falta de una política energética común revela la necesidad de enfocar mejor las acciones hoy dispersas para optimizar la utilización de los recursos, estimular sinergias y evitar duplicaciones.

La elaboración de consensos a nivel general no debe ser descartada como coadyuvante en un proceso de integración energética en particular.  En el caso europeo la Carta de la Energía por la que se aprobaron el Tratado sobre la Carta de la Energía y el Protocolo sobre la eficiencia energética y los aspectos medioambientales relacionados aprobada mediante Decisión CECA 181/1998, ha permitido poner en claro algunos principios sustanciales en la materia entre los miembros de la región con relación a otros países fuera de ella en el marco de la cooperación industrial Este - Oeste.

D) -5- Una visión sobre nuestra región

La estrategia de firmar acuerdos bajo el paraguas de un Acuerdo de Complementación Económica para luego extenderlos a terceros países no logró en los hechos generar una red de compromisos que avanzara hacia una integración mayor en la materia.

Como lo analizamos anteriormente, los acuerdos han respondido a situaciones coyunturales pero no han sentado las bases para una verdadera integración más avanzada cualitativa y cuantitativamente.

En el caso que nos ocupa, observamos que los Protocolos gasífero y eléctrico entre Argentina y Chile en el marco de la ALADI han quedado como un antecedente aislado que no ha podido contener y resolver el conflicto analizado de corte al suministro por parte de la Argentina. 

Tampoco se constituyen hoy en el marco para el desarrollo de nuevas inversiones para la expansión del sistema de transporte integrado y la consolidación de un espacio energético común.

Tampoco los Protocolos han sido materia de articulación con los entendimientos alcanzados en el Mercado Común del Sur (MERCOSUR), marco en el cual podría buscarse un nuevo horizonte de mercado energético ampliado. 

El proceso de integración sub-regional MERCOSUR ha respetado desde sus orígenes el gradualismo y la  adopción progresiva de compromisos aceptando la realidad del distinto grado de desarrollo económico relativo. Asimismo ha adoptado algunos principios  relevantes en la materia.

Sin embargo, no ha desarrollado una estructura institucional que le permitiera seguir impulsando el proceso de formación de normas, ni tampoco un mecanismo de solución de controversias que unifique la interpretación y siente jurisprudencia sobre la aplicación de dicha normativa. 

Si bien a nivel de declaración de principios se observa una importante avance en numerosas áreas, el nivel de los compromisos asumidos por las características normativas de estos instrumentos, su proceso de incorporación a los distintos ordenamientos nacionales y las permanente referencia a las legislaciones internas impiden en los hechos que resulten señales adecuadas para los operadores del sistema.

A diferencia de la experiencia Europea la normativa MERCOSUR  no resulta de aplicación directa en los Estados parte. Las obligaciones son para los Estados, quienes deberán incluir dicha normativa dentro de sus ordenamientos jurídicos sin que la misma goce de jerarquía superior con relación al resto de las normas. Para su vigencia, dicha normativa debe cumplir con el procedimiento de aprobación en los demás Estados Partes.

En efecto, en el ámbito del MERCOSUR todavía se tratan de superar lo graves problemas jurídicos que afectan a los actores del proceso de integración entre los que se destacan:

a. La incompatibilidad (i) interna entre normas MERCOSUR  del mismo nivel o de diferentes niveles y (ii) externa con normas de derecho nacionales o de otra fuente internacional.

b. Dificultad de control en la incorporación de normas a los ordenamientos nacionales

c. La ausencia de interpretación y aplicación uniforme en el territorio de los Estados miembros.

Así, la incorporación de la norma MERCOSUR debe ser analizada en cada Estado parte junto con el resto de las normas nacionales, con las complicaciones y limitaciones que de ello se derivan.

Sin embargo hay en el derecho del MERCOSUR conceptos jurídicos interesantes que merecen destacarse tales como el compromiso de no establecer restricciones al cumplimiento físico de los contratos de compraventa distintas de las establecidas para los contratos internos de la misma naturaleza.

Se han fijado objetivos de trabajo para el Subgrupo 9 que son: (i) la optimización de la producción y uso de la fuentes de energía de la región; (ii) la promoción del uso racional de la energía; (iii) la promoción y uso de energía renovables; (iv) la armonización de la legislación ambiental, entre otros. 

Bajo los lineamientos del Tratado de Asunción y las recomendaciones de Política Energética del Subgrupo de Trabajo 9, el Grupo del Mercado Común aprobó las Directrices de Políticas Energéticas en el MERCOSUR (GMC/RES Nº 57/93), que define los elementos básicos para permitir la coordinación de las políticas energéticas nacionales. 

También a instancias de la actividad de dicho Grupo se han alcanzado los Memorandos de Entendimiento relativos a los Intercambios Gasíferos (CMC/DEC Nº 10/99) y Eléctricos (CMC/DEC Nº 10/98).

Sin embargo, y por las distintas visiones e intereses sobre esta problemática y las asimetrías normativas entre los Estados
, los compromisos alcanzados en el sistema MERCOSUR no han definido hasta la fecha una agenda concreta de convergencia ni se han mejorado los mecanismos institucionales para consolidar dicho proceso. 

En conclusión, no se observa que a nivel MERCOSUR la integración energética se consolide como el marco de referencia para el aumento coordinado de las inversiones de expansión del sistema en nuestra región.

D) -6- Red de Gasoductos del Sur

Las limitaciones apuntadas con relación al proceso de integración regional han llevado a los países del Cono Sur latinoamericano a plantear una nueva agenda de compromisos más realista en función de proyectos concretos y sinérgicos. 

En tal sentido el actual proyecto de Red de Gasoductos del Sur resulta en la actualidad un laboratorio de nuevos mecanismos de mayor integración energética efectiva en el que, en un marco de gradualidad y reconocimiento de las diferencias entre Estados, se trata de consensuar normas básicas para proyectos concretos de integración energética.

A partir de la Reunión de Ministros en Lima del 13 de junio de 2005, los gobiernos de Argentina, Brasil, Chile, Paraguay, Perú y Uruguay acordaron poner en marcha un proceso de promoción de la interconexión gasífera entre las cuencas productoras y los centros de consumo de la región, a fin de permitir la expansión de los mercados y otorgar seguridad a las inversiones y transacciones internacionales de gas natural. 

Bolivia participa del proceso en calidad de observador, aunque se espera que una vez estabilizada su situación política, su incorporación al proyecto resulte plena, teniendo en cuenta que este país actuaría como principal proveedor de gas de la región.

El proyecto Red de Gasoductos del Sur comprende la construcción de gasoductos nuevos y la ampliación de la capacidad de algunos gasoductos existentes. Tanto los tramos nuevos como las ampliaciones serían incorporadas paulatinamente al régimen regulatorio e institucional que se está elaborando bajo la forma de un tratado entre los países mencionados.

El proyecto ha sido definido básicamente como de inversión privada, aunque ciertas inversiones puedan requerir la participación del sector público para el desarrollo de algunos de los tramos, sea por la magnitud y características de los proyectos, o por exigencia de la legislación nacional. Por ello, los países han centrado su atención en la elaboración de un marco institucional capaz de proveer garantías a los inversores privados.

Los obstáculos que aún existen para llegar a un consenso respecto del marco institucional, renuevan la discusión respecto del grado de integración regulatoria que están dispuestos a aceptar los países, las garantías que es posible otorgar a los inversores y la eficacia de los mecanismos de solución de controversias.

En cuanto a los principios rectores, y atento a la experiencia reciente, se observa un celo por conciliar el principio de no discriminación con la persistente reserva con relación a la prioridad nacional al abastecimiento interno, sin que las partes se muestren muy dispuestas a innovar en la materia, por ejemplo consagrando un régimen especial de salvaguardias para determinados escenarios de crisis del sector.

Sin embargo, su solo tratamiento obligará a poner en agenda temas bien concretos y caros al inversor tales como la armonización normativa y regulatoria, la introducción de conceptos de costo económico en las tarifas, el fortalecimiento de los mecanismos de protección de inversiones y solución de controversias relativas a inversiones, entro otros importantes temas.

E) CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES
E) -1- Conclusiones y enseñanzas obtenidas de la experiencia de interconexión gasífera Argentina - Chile.

El conflicto entre Chile y Argentina como consecuencia de las restricciones a la exportación a principios de 2004 dejó en evidencia la vulnerabilidad de los compromisos de integración alcanzados hasta el presente.

Las conclusiones y enseñanzas para un futuro proceso de integración son las siguientes:

(i) En un mundo sin fronteras, no habría lugar para el principio de prioridad del abastecimiento interno y cualquier restricción debería efectuarse conforme al principio de no discriminación.

(ii) La realidad política y económica de nuestros países no está preparada para tal grado de integración, por lo que sólo puede avanzarse paulatinamente.

(iii) En el corto y mediano plazo ningún productor de la región está habilitado políticamente para renunciar al principio de prioridad de abastecimiento al mercado interno, por lo que sólo son posibles algunas morigeraciones del mismo, como la aplicación del principio de no discriminación cuando se trata de problemas en la capacidad de transporte firme y la protección en todos los casos de los consumos residenciales cualquiera sea su ubicación geográfica.

(iv) Esta situación debe ser reconocida claramente en los acuerdos que se intenten en el futuro próximo, a fin de evitar que la falta de transparencia en el manejo de la información profundice una eventual crisis y la lleve al punto de enfrentamientos diplomáticos.

(v) La incorporación de mecanismos de alerta temprana y de manejo coordinado de las emergencias hubiera permitido al gobierno y a los consumidores chilenos adoptar medidas de resguardo con debida anticipación.

(vi) Si bien no pueden limitarse las decisiones soberanas respecto de la política económica y energética, en el marco de un proceso de integración más avanzado, sería deseable que un Estado tuviera en cuenta la responsabilidad que puede caberle por los daños derivados de la aplicación de políticas que implicaren un cambio sustancial de las condiciones del mercado conforme a las cuales los particulares asumieron sus compromisos de inversión.

E) -2- Instrumentos jurídicos a considerar en una nueva agenda para el mejoramiento de la estructura institucional del proceso integrador en materia energética.

Teniendo presente que la ultima ratio de los acuerdos de integración en materia energética es lograr un mercado ampliado, con libre circulación de los factores y acceso a las redes, que se vea favorecido por las economías de escala, el aumento de las inversiones y la competitividad del sector para obtener una mejora en beneficio de los consumidores, cabe concluir que el déficit jurídico - institucional no es un tema menor.

La integración regional requiere determinadas características necesarias de los mercados regionales.

En primera instancia, se requiere voluntad política de integración: confiar en que parte de la producción situada en otro país de la cual dependa el suministro local en condiciones críticas, redunde en beneficios de la región por el mejor uso de los recursos y el desarrollo de mercados de mayor magnitud. Es decir, que la motivación es exclusivamente reglada por leyes económicas.

También se requiere permitir intercambios internacionales con las mismas reglas generales aplicables a la producción y demanda nacional, promoviendo la eficiencia de los recursos; la no-discriminación; la reciprocidad en el tratamiento de las demandas y las ofertas de otros países, permitiendo el acceso abierto a la transmisión requerida.

Si embargo tales condiciones si bien necesarias, no son suficientes. El verdadero desafío de la región es lograr que se desarrollen las expansiones de infraestructura requeridas para que el mercado regional se vea plasmado en un ámbito propio. El desafío de la región no es extender el nivel de competitividad del sector o de mejorar las transferencias dentro de un mercado único como en otras regiones, sino el de lograr que se desarrollen interconexiones que logren una mayor eficiencia sectorial. Es necesario encontrar una metodología equivalente a la que actualmente esta vigente y que permite el desarrollo de las redes internas de los países.

Estando dadas las condiciones desde el punto de vista de los recursos para pretender alcanzar el óptimo económico, el mejoramiento de la calidad de los acuerdos entre los Estados y del marco jurídico institucional para llevarlos a cabo resulta fundamental.

En tal sentido, tanto los acuerdos existentes como los nuevos instrumentos en vías de negociación deberían contemplar, a la luz de la experiencia de los procesos exitosos, normativa específica con relación a los siguientes temas principales:

E-2.1. Mecanismos de eliminación de barreras y armonización de regulaciones (normas técnicas, regímenes tarifarios) centrando el análisis en la más directa aplicación posible.

El refuerzo de los compromisos en este sentido debería darse en el marco natural del MERCOSUR y del Tratado "Cuatro Mas Uno" mediante una agenda "ad hoc" a ser definida por los Subgrupos de Trabajo 9 (Minería y Energía) y 2 (Aspectos Institucionales) con miras a que todas las autoridades regulatorias compartan un mínimo de competencias que incluyan facultades de fijación de las tarifas y  las metodologías para su determinación y sean garantes de la aplicación de los principios de no discriminación, aumento de la competencia y funcionamiento eficaz del mercado.

Los Estados deberán ir consensuando la emisión de las normas técnicas a fin de que quede garantizada una adecuada interconexión de los distintos sistemas nacionales.

E-2.2. Régimen de inversiones. Mitigación de los riesgos políticos y  regulatorios que limitan la expansión del sistema. Régimen de garantías.

Sería deseable que los Estados alcancen compromisos mínimos en cuanto al manejo de riesgos políticos que afecten la inversión a fin de crear condiciones estables para dar seguridad a los proyectos privados de gran escala que requerirán financiamiento con recurso al propio proyecto (project financing).

En materia de protección de inversiones, sobre todo a posteriori de la crisis Argentina por las demandas ante el CIADI
 correspondería consolidar una posición conjunta en temas sensibles como: 

(i) estabilidad fiscal

(ii) repatriación de capitales

(iii) compensación de desequilibrios monetarios

(iv) no expropiación.

E-2.3. Mecanismos de solución de controversias 

Resulta imprescindible contar con sistemas de solución de conflictos, tanto técnicos como legales, ya sea entre Estados o entre particulares y los Estados que reciban la inversión, mediante arbitrajes vinculantes “ad hoc”.

En cuanto a los conflictos técnicos: mediante el otorgamiento de ciertas competencias a reguladores nacionales o Comités de Expertos para resolverlos aplicando los criterios de los acuerdos vinculantes y sin perjuicio de la  interposición de los recursos que correspondan al ámbito del área integrada (ALADI  o MERCOSUR).
En cuanto a los conflictos de interpretación de los alcances de los acuerdos: en una primera etapa utilizando los mecanismos existentes como sería el Tribunal Arbitral ad hoc del MERCOSUR cuya doctrina ha sido proclive al reconocimiento del efecto inmediato del derecho originario en los ordenamientos jurídicos locales.

E-2.4. Régimen para las transacciones. 

Deberían establecerse que principios esenciales relativos a las transacciones, tales como el libre acceso, sean aplicables sin discriminación y con un claro y expedito régimen de sanciones ante los incumplimientos. 

Las excepciones a tales principios solo podrían darse en un marco de salvaguardias previamente establecidos ante situaciones de crisis identificables como tales en el sector de que se trate.

Con criterio gradualista y hasta que exista voluntad política de subordinar el principio del abastecimiento interno al de no discriminación, aplicar en forma transitoria la reserva del abastecimiento interno pero limitada a casos de problemas en la disposición del fluido para el consumo interno y no a casos de fuerza mayor problemas de la red o que pudieran afectar a consumidores residenciales.

F) RESUMEN EJECUTIVO


F)-1 Objetivo

El objetivo de esta tesina es determinar, a partir del análisis de la experiencia pasada, cuáles son hacia el futuro las alternativas de integración energética entre Argentina y Chile desde un punto de vista físico y económico; y cuáles serían las herramientas jurídicas e institucionales recomendables para superar el conflicto que enfrentó a ambos países con motivo de la crisis energética argentina de 2004, dar seguridad a los inversores y lograr una mayor cooperación e integración binacional - y eventualmente regional - en este campo.

F)-2 La crisis energética de 2004: causas y consecuencias. De la integración binacional a la integración regional.
Del análisis de (i) los intercambios de gas entre Argentina y Chile durante el período 1999-2005, (ii) las causas de la crisis de oferta de gas de 2004 y (iii) las proyecciones de demanda de gas de Chile, surge que Argentina ya no se perfila como un proveedor neto de gas natural en la región. 
Desde principios de 2002 la falta de una señal de precios desalentó las inversiones necesarias para contrarrestar la declinación natural de los pozos (especialmente en la Cuenca Neuquina) y satisfacer las demandas incrementales de gas. Por otro lado, se generaron importantes diferencias de precios entre el gas natural y los combustibles alternativos (como el fuel-oil), que registraron fuertes alzas siguiendo los precios internacionales. La fuerte recuperación de la actividad industrial y la baja disposición de agua para generar energía hidráulica resultaron en mayores demandas de gas en el segundo semestre de 2003 y el primero de 2004. Este proceso culminó en la crisis energética de principios de 2004, que al presente no ha sido superada.
Debe señalarse, además, la posible incidencia de factores estructurales existentes antes de que se desatara la crisis. La excesiva desregulación aguas arriba, la falta de un Estado planificador en un sector estratégico y el comportamiento racional de los productores que maximizaron los beneficios derivados de la mayor producción dadas las reservas descubiertas con anterioridad, son factores que no deben dejarse de lado a la hora de analizar las causas de la crisis y el diseño de nuevas instituciones que rijan el abastecimiento interno y el intercambio regional en el futuro.

En definitiva, los saldos exportables proyectados de Argentina no resultan suficientes para abastecer los requerimientos de consumo chilenos. No se han incorporado en los últimos quince años nuevos yacimientos de gas en cantidad suficiente como para sostener el crecimiento de la demanda. No sólo ha disminuido la inversión en exploración, sino que lo descubierto cada vez tiene menos volumen. Los 10 años de la relación entre reservas y producción es un indicador de alerta importante.
La demanda chilena, seriamente afectada por el descenso de los niveles de reservas y producción de gas en Argentina, requiere fuentes alternativas de suministro.

Chile cuenta con un proyecto de abastecimiento de Gas Natural Licuado (GNL) que estaría disponible para el año 2009. 

Las mega-reservas de Bolivia y de Perú (Camisea) se perfilan como los nuevos proveedores de gas de los grandes centros de consumo de Argentina, Brasil, Chile y Uruguay. Por ello, será necesario un esfuerzo adicional de coordinación y complementación con otros países proveedores de la región.
F)-3 El conflicto derivado de las restricciones a la exportación. Definiciones acerca del alcance del proceso de integración. 

Como consecuencia de la crisis de oferta de gas de principios de 2004, el gobierno argentino dispuso importantes restricciones a las exportaciones de gas natural.
El gobierno chileno consideró que Argentina había incumplido los acuerdos vigentes, en tanto los cortes a las exportaciones implicaban una discriminación entre consumidores chilenos y argentinos, y se impedía el cumplimiento de contratos de exportación previamente autorizados mediante el correspondiente acto administrativo.
El gobierno argentino justificó la legalidad de los cortes en la prioridad de asegurar el abastecimiento interno, conforme a las normas argentinas cuya vigencia fue expresamente dejada a salvo en los acuerdos bilaterales, y responsabilizó a los productores privados por no haber tomado previsiones suficientes para atender simultáneamente el mercado interno y sus compromisos de exportación. 

Por su parte, los productores exportadores argentinos invocaron la causal de fuerza mayor para eximirse de responsabilidad por el incumplimiento de sus obligaciones de suministro al mercado chileno.

Sin perjuicio de la solución jurídica que finalmente y para cado caso concreto resulte aplicable, quedó en evidencia la vulnerabilidad de los compromisos de integración alcanzados hasta el presente.
La cuestión de fondo consiste en determinar cuál es el alcance que los países están dispuestos a otorgar al proceso de integración. La integración energética, como la de cualquier otro sector de la economía, presupone un acuerdo básico acerca de la necesidad de preservar la libertad de los mercados. La integración es, en definitiva, una progresiva eliminación de fronteras que permite la libre circulación de bienes, capitales y personas. Ello requiere el mantenimiento de una estabilidad económica y jurídica que debe quedar a salvo de las intervenciones unilaterales y coyunturales de los gobiernos nacionales. 
F)-4 Integración gasífera y eléctrica en una agenda común

El intento de proyectar las bases y fundamentos de un proyecto de integración energética regional nos condujo a dimensionar la problemática no sólo desde la perspectiva de la integración gasífera, sino también de las interconexiones eléctricas. 

La crisis de oferta de gas de Argentina demostró la vulnerabilidad del sistema eléctrico chileno (especialmente para las generadoras del SING), disponiendo de una sola fuente externa de aprovisionamiento de combustibles limpios, y la conveniencia de una integración energética donde gas y electricidad resulten una agenda común.
Entendemos que el proceso de integración no debería reducirse a la colocación de excedentes de un país hacia otro, sino apuntar a un mercado de doble dirección de flujos comerciales, atendiendo a la complementariedad de los recursos y sectores energéticos de los países involucrados, a la optimización de los costos de producción, al aumento del factor de uso de las instalaciones y la seguridad de abastecimiento. 

Si Argentina logra cerrar los anillos de extra alta tensión, una interconexión firme con cualquier país vecino favorecería a ambos sistemas desde el punto de vista de la confiabilidad y del despacho óptimo.

Los beneficios para Chile son muy significativos, al obtener una nueva alternativa en el abastecimiento energético, “diversificando” a través de una conexión eléctrica a un punto fuerte de suministro. 

Los primeros pasos ya se han implementado: Argentina con el Plan Federal de Transporte Eléctrico y Chile con las recientes modificaciones de su legislación eléctrica.
F)-5 Hacia la definición de un marco jurídico-institucional para la integración 

Analizadas las alternativas económicas y teniendo en cuenta las enseñanzas de la crisis, el objetivo fue elaborar recomendaciones respecto del marco jurídico-institucional que debería adoptarse para avanzar paulatinamente hacia una verdadera integración y brindar protección adicional a las inversiones requeridas por los proyectos.

A este fin hemos considerado (a) la experiencia europea, (b) el alcance de los compromisos del sistema MERCOSUR y (c) nuevos proyectos específicos de cooperación energética regional como el de la Red de Gasoductos del Sur.

(a) Del análisis de la normativa correspondiente al proceso integrador europeo pueden identificarse sintéticamente las siguientes enseñanzas: 

(i) La gradualidad ha contribuido decididamente a que la cooperación fuera a paso firme hasta la adopción de acuerdos de mayor relevancia para la constitución de un mercado energético interno ampliado.

Al amparo de los grandes principios e instituciones del derecho comunitario se fueron superando las reticencias de los Estados miembros a delegar en forma clara competencias a los órganos supranacionales.

El objetivo final de este proceso es lograr la libre elección de provisión a todo tipo de consumidores dentro del definido “mercado interno” (integrado).

(ii) La experiencia europea finalmente se enderezó hacia una agenda de convergencia con la eliminación de barreras técnicas y comerciales, la aplicación directa de reglas relevantes y una importante armonización legislativa. 

(iii) Los mecanismos flexibles como las salvaguardias han permitido a los reguladores solucionar conflictos tales como los desequilibrios producidos en los contratos de largo plazo (take or pay) ante la reducción de los precios ocurrida con motivo de la mayor apertura de los mercados y el mayor desarrollo del mercado spot. 

El principio de no discriminación - que rigió todo el proceso - admitió excepciones en el marco de estas cláusulas de salvaguardia que pueden ser invocadas con razón fundada en casos de crisis en el mercado de la energía que afecte los contratos.

(b) El proceso de integración sub-regional MERCOSUR ha respetado desde sus orígenes el gradualismo y la  adopción progresiva de compromisos, aceptando distinto grado de desarrollo económico relativo. Sin embargo, no ha desarrollado una estructura institucional que le permitiera seguir impulsando el proceso de formación de normas, ni tampoco un mecanismo de solución de controversias que unifique la interpretación y siente jurisprudencia sobre la aplicación de dicha normativa. 

Si bien a nivel de declaración de principios se observa una importante avance en numerosas áreas, el nivel de los compromisos asumidos por las características normativas de estos instrumentos, su proceso de incorporación a los distintos ordenamientos nacionales y las permanente referencia a las legislaciones internas impiden en los hechos que resulten señales adecuadas para los operadores del sistema.

(c) Las limitaciones apuntadas con relación al proceso de integración regional han llevado a los países del Cono Sur latinoamericano a plantear una nueva agenda de compromisos más realista en función de proyectos concretos y sinérgicos. 

El proyecto Red de Gasoductos del Sur comprende la construcción de gasoductos nuevos y la ampliación de la capacidad de algunos gasoductos existentes. Los países podrán afectar paulatinamente la infraestructura y las transacciones internacionales de gas que la utilicen al régimen regulatorio e institucional que se está elaborando bajo la forma de un tratado entre los países mencionados.

Sin embargo, el diagnóstico desde el punto de vista institucional es que los dirigentes y la opinión pública de nuestros países no están aun preparados para avanzar hacia una integración profunda de los mercados.
Aún existen obstáculos para llegar a un consenso respecto de la adopción de normas comunes de aplicación directa, de la creación de autoridades regulatorias, de las garantías que es posible otorgar a los inversores y de los mecanismos para la solución de controversias.

En cuanto a los principios rectores, y atento a la experiencia reciente, se observa un celo por conciliar el principio de no discriminación con la persistente reserva respecto de la prioridad del abastecimiento interno, sin que las partes se muestren muy dispuestas a innovar en la materia (por ejemplo, consagrando un régimen especial de salvaguardias para determinados escenarios de crisis del sector).

F)-6 Conclusiones
El conflicto entre Chile y Argentina como consecuencia de las restricciones a la exportación a principios de 2004 dejó en evidencia la vulnerabilidad de los compromisos de integración alcanzados hasta el presente.
Las conclusiones y enseñanzas para un futuro proceso de integración son las siguientes:

(i) Los Protocolos no sentaron las bases para una mayor integración energética y tampoco definieron una agenda para la implementación de nuevas acciones tendientes a aumentar el grado de cooperación o impulsar la delegación de competencias. Los compromisos programáticos no quedaron sujetos a plazos ni condiciones para su cumplimiento. Esto ha impactado significativamente en el proceso de cooperación entre ambas naciones, obligando a Chile y a los agentes del mercado afectados por el conflicto a analizar en forma unilateral alternativas de abastecimiento.
(ii) En un mundo sin fronteras, no habría lugar para el principio de prioridad del abastecimiento interno y cualquier restricción debería efectuarse conforme al principio de no discriminación. La realidad política y económica de nuestros países no está preparada para tal grado de integración, por lo que sólo puede avanzarse paulatinamente. En el corto y mediano plazo ningún productor de la región está habilitado políticamente para renunciar al principio de prioridad de abastecimiento al mercado interno, por lo que sólo son posibles algunas morigeraciones del mismo, como la aplicación del principio de no discriminación cuando se trata de emergencias que afecten la capacidad de transporte firme y la protección en todos los casos de los consumos residenciales cualquiera sea su ubicación geográfica.

(iii) Esta situación debe ser reconocida claramente en los acuerdos que se intenten en el futuro próximo, a fin de evitar que la falta de transparencia en el manejo de la información profundice una eventual crisis y la lleve al punto de enfrentamientos diplomáticos.

(iv) La incorporación de mecanismos de alerta temprana y de manejo coordinado de las emergencias hubiera permitido al gobierno y a los consumidores chilenos adoptar medidas de resguardo con debida anticipación.

(v) Si bien no pueden limitarse las decisiones soberanas respecto de la política económica y energética, en el marco de un proceso de integración más avanzado, sería deseable que un Estado tuviera en cuenta la responsabilidad que puede caberle por los daños derivados de la aplicación de políticas que implicaren un cambio sustancial de las condiciones del mercado conforme a las cuales los particulares asumieron sus compromisos de inversión.
F)-7 Recomendaciones

Teniendo presente que la ultima ratio de los acuerdos de integración en materia energética es lograr un mercado ampliado, con libre circulación de los factores y acceso a las redes, que se vea favorecido por las economías de escala, el aumento de las inversiones y la competitividad del sector para obtener una mejora en beneficio de los consumidores, cabe concluir que el déficit jurídico-institucional no es un tema menor.

La integración regional requiere:

(i) Voluntad política de integración: confiar en que parte de la producción situada en otro país de la cual dependa el suministro local en condiciones críticas, redunde en beneficios de la región por el mejor uso de los recursos y el desarrollo de mercados de mayor magnitud. Es decir, que la motivación es exclusivamente reglada por leyes económicas.

(ii) Permitir intercambios internacionales con las mismas reglas generales aplicables a la producción y demanda nacional, promoviendo la eficiencia de los recursos, la no-discriminación, la reciprocidad en el tratamiento de las demandas y las ofertas de otros países, permitiendo el acceso abierto a la transmisión requerida.

(iii) Contemplar, a la luz de la experiencia de los procesos exitosos, normativa específica con relación a los siguientes temas principales:

· Mecanismos de eliminación de barreras y armonización de regulaciones (normas técnicas, regímenes tarifarios), centrando el análisis en la más directa aplicación posible.

El refuerzo de los compromisos en este sentido debería darse en el marco natural del MERCOSUR y del Tratado "Cuatro Mas Uno" mediante una agenda "ad hoc" a ser definida por los Subgrupos de Trabajo 9 (Minería y Energía) y 2 (Aspectos Institucionales) con miras a que todas las autoridades regulatorias compartan un mínimo de competencias que incluyan facultades de fijación de las tarifas y  las metodologías para su determinación y sean garantes de la aplicación de los principios de no discriminación, aumento de la competencia y funcionamiento eficaz del mercado.

Los Estados deberán ir consensuando la emisión de las normas técnicas a fin de que quede garantizada una adecuada interconexión de los distintos sistemas nacionales.

· Régimen de inversiones. Mitigación de los riesgos políticos y  regulatorios que limitan la expansión del sistema. Régimen de garantías.

Sería deseable que los Estados alcancen compromisos mínimos en cuanto al manejo de riesgos políticos que afecten la inversión a fin de crear condiciones estables para dar seguridad a los proyectos privados de gran escala que requerirán financiamiento con recurso al propio proyecto (project financing).

En materia de protección de inversiones, correspondería consolidar una posición conjunta en temas sensibles como: estabilidad fiscal, repatriación de capitales, compensación de desequilibrios monetarios, no expropiación.

· Mecanismos de solución de controversias 

Resulta imprescindible contar con sistemas de solución de conflictos, tanto técnicos como legales, tanto entre Estados como entre los particulares y los Estados que reciban la inversión, mediante arbitrajes vinculantes “ad hoc”.

Los conflictos técnicos deberían resolverse otorgando ciertas competencias a reguladores nacionales o comités de expertos mediante la aplicación de los criterios de los acuerdos vinculantes.
Los conflictos de interpretación de los alcances de los acuerdos podrían utilizar los mecanismos existentes como el tribunal arbitral ad hoc del MERCOSUR, cuya doctrina ha sido proclive al reconocimiento del efecto inmediato del derecho originario en los ordenamientos jurídicos locales.

· Régimen para las transacciones 

Deberían establecerse principios esenciales aplicables a las transacciones, tales como el libre acceso y el libre tránsito, con un régimen claro y expedito de sanciones ante los incumplimientos. Las excepciones a tales principios solo podrían darse en un marco de salvaguardias previamente establecido para situaciones de crisis.
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� En diciembre de 1989 Argentina y Bolivia suscribieron un Acuerdo de Complementación Económica y un Protocolo Energético, que prescribía el aprovechamiento conjunto de los recursos; en particular, se preveía la importación de gas natural boliviano por un plazo de diez años a partir de la finalización del contrato vigente (1992), con el propósito de industrializarlo o comercializarlo en el mercado argentino o en terceros mercados. 


El 16 de febrero de 1998 los gobiernos celebraron un “Acuerdo de Alcance Parcial de Promoción del Comercio sobre Integración Energética entre Argentina y Bolivia” identificado como APM N°10 en el marco de la ALADI.





� Los decretos de 1989 dispusieron la desregulación del “upstream”, la libre disponibilidad del crudo en el mercado interno y externo, la progresiva liberación de los precios de los hidrocarburos y la reconversión de los contratos de concesión.





� Ley 24.076 del 20.5.92, art. 3: “Quedan autorizadas las importaciones de gas natural sin necesidad de aprobación previa. Las exportaciones de gas natural deberán, en cada caso, ser autorizadas por el PODER EJECUTIVO NACIONAL, dentro del plazo de noventa (90) días de recibida la solicitud, en la medida que no se afecte el abastecimiento interno. El silencio, en tal caso, implicará conformidad. Los importadores y exportadores deberán remitir al ENTE NACIONAL REGULADOR DEL GAS una copia de los respectivos contratos.”





� Decreto 1738/92, art 3°: “A los efectos del Artículo 3° de la Ley:


(1) Delégase en la Secretaría la facultad de aprobar o rechazar solicitudes de gas natural, y para dictar normas complementarias a ese respecto. (Inciso sustituido por art. 1° del Decreto N° 951/1995 B.O. 11/7/1995);


(2) Cuando las exportaciones de gas natural impliquen la construcción de gasoductos o nuevas conexiones de los mismos y/o nuevas instalaciones, la autorización de exportación que se otorgue según lo dispuesto en el inciso anterior, o la aprobación tácita que establece el artículo 3° de la Ley, no implicará autorización para la construcción o nuevas conexiones. (Inciso sustituido por art. 1° del Decreto N° 951/1995 B.O. 11/7/1995);


(3) Los acuerdos de exportación que impliquen la construcción de nuevas instalaciones y/o nuevas conexiones a los gasoductos, o el uso de cualquiera de los sistemas existentes, u otras alternativas de transporte, requerirán la intervención del Ente, previa a la aprobación de la Secretaría. (Inciso sustituido por art. 1° del Decreto N° 951/1995 B.O. 11/7/1995);


(4) El plazo previsto en el Artículo 3° de la Ley se computará en días hábiles, y comenzará a correr el día siguiente a la fecha en que se cumplan los requisitos reglamentarios para el otorgamiento de la autorización de exportación. (Inciso sustituido por art. 1° del Decreto N° 951/1995 B.O. 11/7/1995);


(5) Las autorizaciones de exportación que se emitan podrán prever la exportación de excedentes de gas a las cantidades establecidas en las mismas, siempre que estén sujetos a interrupción cuando existan problemas de abastecimiento interno según determinación de la Secretaría. En este supuesto no será necesario obtener la aprobación de cada operación de exportación excedente en la autorización, debiéndose únicamente presentar al Ente, al solo efecto informativo, el respectivo contrato del cual deberá surgir la condición de interrumpibilidad y la ausencia de indemnización en caso de tal interrupción. (Inciso sustituido por art. 1° del Decreto N° 951/1995 B.O. 11/7/1995);


(6) Salvo que se prevea un plazo distinto en cada autorización, la misma caducará si las exportaciones no comenzarán a un régimen adecuado dentro de los 180 días de la fecha de la autorización o de la fecha en que se consideró aquélla otorgada.”





� Decreto 1738 del 18.9.1992, art. 3° inc. (1).





� Resolución SE 299/98, art. 7° inc. b): “ESTUDIO DE LA SOLICITUD. Las solicitudes de exportación serán analizadas por la SUBSECRETARIA DE COMBUSTIBLES, dependiente de la SECRETARIA DE ENERGIA”.





� Disposición SSC 274/98, art. 1°: “Establécese en el ámbito de la SUBSECRETARIA DE COMBUSTIBLES dependiente de la SECRETARIA DE ENERGIA, la Oficina de Autorizaciones de Exportaciones de Gas Natural, sita en la Avenida Paseo Colón N° 171 6° piso Oficina 602 de la Capital Federal, como el único sitio habilitado para efectuar las presentaciones vinculadas a los distintos trámites de solicitud de autorización de exportación de gas natural”.





� Decreto 1738 del 18.9.1992, art. 3° inc. (3)





� Decreto 1738/92, art. 3° inc. (5)





� Resolución SE 265 del 24.3.04, art. 1° inc. a): “Suspéndase, a partir de la vigencia de la presente resolución, la exportación de excedentes de gas natural, que resulten útiles para el abastecimiento interno”.





� Como antecedente, el 13 de abril de 2000 la Agencia Nacional do Petroleo (ANP) de Brasil firmó con la Secretaría de Energía y el ENARGAS un acuerdo de cooperación por 10 años para el intercambio de información sobre experiencia regulatoria, intercambio de personal y equipamientos, y para la realización de estudios o proyectos conjuntos que faciliten el planeamiento estratégico, el desenvolvimiento de la regulación y la promoción de oportunidades de comercio internacional para Brasil y Argentina. En septiembre de 2001 la ANP firmó un acuerdo similar con la Superintendencia de Hidrocarburos (SIRESE) de Bolivia y en septiembre de 2002 con la Comisión Nacional de Energía (CNE) de Chile.





� Art. 7 del Protocolo Sustitutivo del Protocolo No. 2 al ACE 16: “Las Partes procederán de acuerdo al principio de no discriminación respecto de los consumidores afectados, cualquiera sea la ubicación geográfica de estos, en los casos de fuerza mayor o caso fortuito que afecten temporalmente elementos de infraestructura que sean comunes a la exportación de Argentina hacia Chile o de Chile hacia Argentina y al consumo interno, diciéndose en todos los casos mantener la proporcionalidad existente en condiciones normales.


Las Partes convienen que la Secretaría de Energía de la República Argentina y la Comisión Nacional de Energía de la República de Chile observen el cumplimiento de este principio.”


� El Ministro chileno de Economía y de Energía de Chile, Jorge Rodríguez Grossi, afirmó que en su país estaban "bastante molestos" y "hay un resentimiento fuerte" por la restricción de gas, especialmente porque "nunca fuimos informados" de la medida hasta que ocurrió, lo que ha generado "desconfianza". El gobierno chileno trató de hacer llegar el mensaje de que, más allá de un problema económico, la crisis del gas tuvo una profunda dimensión política que llegó a poner en jaque las relaciones entre ambos países. 





� Fuente: diario “El Día” de Chile, edición del 4 de abril de 2004





� Art. 11 del Protocolo Sustitutivo del Protocolo No. 2 al ACE 16: “Las controversias que surgen entre las Partes sobre la Interpretación, aplicación o incumplimiento de las disposiciones contenidas en el presente Protocolo, serán sometidas al siguiente procedimiento de actuación de controversias:


a) Las Partes se esforzarán en lograr la solución de las controversias mencionadas mediante negociación directa a través de la Secretaría de Energía de la República Argentina Y la Comisión Nacional de Energía de la República de Chile.


b) La Parte que recurra a este procedimiento deberá comunicárselo por escrito a través del organismo técnico indicado en el punto anterior al organismo técnico respectivo de la otra Parte.


c) Las Partes podrán solicitar los informes y asesorías que estimen convenientes.


d) El procedimiento de negociación directa no podrá extenderse por un plazo mayor de quince (15) días contados a partir de la recepción de la comunicación señalada en el literal b). De común acuerdo ambas Partes podrán prorrogar por igual lapso y por una sola vez el plazo anterior.


e) Cuando la controversia no hubiera podido solucionarse mediante el procedimiento anterior, cualquiera de las Partes podrá recurrir al procedimiento arbitral establecido en el Segundo Protocolo Adicional del Acuerdo de Complementación Económica Nro. 16 entre la República Argentina y la República de Chile.”





� Fuente: diario “El Mercurio” de Chile, edición del 3 de abril de 2004





� Fuente: diario “Río Negro” de Argentina, edición del 7 de abril de 2004





� Los excedentes tienen una precariedad implícita en su definición legal; esto ha permitido que en marzo de 2005 la Secretaría de Energía cursara a los productores las intimaciones de suspensión general de exportación de excedentes, independientemente de su calificación de “útiles” en cada caso concreto.





� Acuerdo suscripto el 2 de agosto de 1991 en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI) entre la República Argentina y la República de Chile.





� Declaración Conjunta suscripta el 8 de agosto de 1997.





� Hecho en San Juan, República Argentina y en Antofagasta, República de Chile (promulgado  mediante Decreto Supremo Nº 4 –Diario Oficial 24 de febrero de 1998)





� Protocolo adicional promulgado en Chile mediante Decreto Supremo Nº 1.676 publicado en el Diario Oficial del 4 de enero de 2001.





�  Artículo 71-1. El “sistema de transmisión o de transporte de electricidad” es el conjunto de líneas y subestaciones eléctricas que forman parte de un sistema eléctrico, en un nivel de tensión nominal superior al que se disponga en la respectiva norma técnica que proponga la Comisión, y cuya operación deberá coordinarse según lo dispone el art. 81 de la Ley”  (art. 81: Los concesionarios de cualquier naturaleza están obligados a llevar a cabo la interconexión de sus instalaciones cuando con informe de la Comisión se determine mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. La operación de las instalaciones eléctricas de los concesionarios que operen interconectados entre sí, deberá coordinarse con el fin de: 1. Preservar la seguridad del servicio en el sistema eléctrico; 2. Garantizar la operación más económica para el conjunto de las instalaciones del sistema eléctrico; 3. Garantizar el derecho de servidumbre sobre los sistema de transmisión establecidos mediante concesión). 


Artículo 71-10. En el caso de instalaciones futuras, que resulten recomendadas como expansiones óptimas para sistemas de transmisión troncal existentes en el estudio de transmisión troncal y que se establezcan en el respectivo decreto, el V.I. económicamente eficiente será determinado con carácter referencial para el citado decreto.





� Artículo 71-9. Para cada tramo de un sistema de transmisión troncal se determinará el “valor anual de la transmisión por tramo”, compuesto por la anualidad del “valor de inversión”, en adelante “V.I” del tramo, más los costos anuales de operación, mantenimiento y administración del tramo respectivo, en adelante “COMA”.





� “…En segundo lugar, influye la variedad de fuentes externas desde las cuales se importan los combustibles. No sólo es conveniente usar los recursos naturales existentes en el país –dentro de lo que es económicamente razonable, sino que también es conveniente disponer de diversas fuentes externas para aprovisionarnos de combustibles especialmente cuando las restricciones físicas hacen difícil su inmediata sustitución en caso de desabastecimiento. En tercer lugar, influye el desarrollo de inversiones que garanticen una oferta adaptada a la evolución de la demanda de energía, y el fortalecimiento de las normas que permitan al mercado y a la autoridad pertinente administrar eficientemente eventuales situaciones de contingencia eléctrica. El presente proyecto de ley está referido a los aspectos recién mencionados en segundo y tercer lugar. Respecto al desarrollo de inversiones eléctricas, la situación presente muestra un mercado altamente interesado en ampliar la oferta por las buenas perspectivas de la demanda, pero con fuertes dudas de tipo económico y tecnológico porque la situación externa de nuestro mercado de gas natural es altamente incierta. Esta incertidumbre se manifiesta en la imposibilidad de predecir la evolución de los precios, tanto libres como regulados para el largo plazo dado que se desconoce si la realidad del mercado del gas natural volverá a ser lo que fue hasta hace un año atrás. El proyecto de ley busca generar condiciones de estabilidad en las condiciones de mercado sobre las cuales se planifican las nuevas inversiones en el sector de modo de atenuar la incertidumbre importada desde el mercado de gas suministrador” (punto I, del mensaje de elevación del proyecto).





� “…Siendo Chile un país importador neto de insumos energéticos, la política de diversificación juega un rol crucial, en cuanto a incrementar la seguridad en el abastecimiento de energía a los distintos consumidores internos. Esta diversificación no es estrictamente necesaria para cualquier insumo importado, ya que en la medida en que éste tenga características de “commodity” y de fácil sustitución o adquisición en otro mercado el riesgo de desabastecimiento es prácticamente nulo, por cuanto el bien puede ser comprado en diversas partes del mundo, sin mayores dificultades. El caso específico del gas natural importado, por la concentración de la importación según origen, representa un riesgo único de desabastecimiento, si se producen problemas de suministro desde dicha fuente. En virtud de lo señalado, se puede concluir la necesidad de establecer un mecanismo que obligue a una mayor diversificación según origen de las importaciones de gas natural, redundando en una mayor seguridad de suministro energético para el país como conjunto” (Pto. I mensaje de elevación del proyecto).





� Informe OLADE La Integración energética en América Latina y el Caribe ante la Experiencia Europea.





� Durante este periodo se alcanzaron acuerdos en materia de transparencia de precios y acceso a la información, pero no hubo consenso para el dictado de normas sobre abolición de monopolios de producción, libre acceso a redes y segmentación vertical, entre otros importantes temas.





� Art. 3 litera t  Tratado de Maastrich.





� Ver Apéndice D-4.4.





� La posición jurídica del Gobierno de Chile en el sentido que el principio de abastecimiento interno correspondía ser mensurado al tiempo del otorgamiento de la aprobación de la exportación para no afectar los postulados relativos a la no discriminación, debería analizarse en relación con los principios del Tratado de Montevideo constitutivo de la ALADI y de los compromisos asumidos por las partes en el denominado “Acuerdo Cuatro Más Uno” en el año 1996.





� Cfr. El Proceso Legislativo del MERCOSUR - Deisy Ventura - Alejandro Perotti CARI.





� Ver Apéndice D-5.





� "En una rápida revista a los sistemas legales que rigen la materia energética en los países del Mercosur, se advierte que la presencia de monopolios resulta un grave obstáculo a los objetivos del Tratado de Asunción. El régimen de dominio de los recursos energéticos debe encontrar el modo adecuado de resolver los nuevos planteos que surgen de la integración" Derecho Comunitario. Régimen del Mercosur. Dromi - Ekmekdjian - Rivera.





� Centro sobre Disputas Relativas a Inversiones - Banco Mundial.
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